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CONCLUSIONES DEL ABOGADO GENERAL
SR. YVES BOT

presentadas el 17 de diciembre de 2009 1

  11.  El alcance de la delimitación de la compe-
tencia de los Estados miembros en materia de 
juegos de dinero por las libertades de circu-
lación ha dado ya lugar a una jurisprudencia 
relativamente abundante y sigue suscitando 
el planteamiento de múltiples cuestiones.  2

2.  Los dos asuntos prejudiciales tienen por 
objeto permitir apreciar la conformidad de la 
legislación neerlandesa en esta materia con 
las normas del Tratado CE en materia de libre 
prestación de servicios. En la medida en que 
se refieren a la misma normativa nacional y 
en que las cuestiones planteadas por los dos 
órganos jurisdiccionales remitentes tienen 
muchos puntos en común, he decidido tra-
tarlos conjuntamente.

3.  La legislación neerlandesa tiene por ob-
jeto proteger a los consumidores frente a la 
ludopatía y combatir la criminalidad. Por una 
parte, establece que está prohibido organizar 
o promover juegos de dinero sin haber obte-
nido una licencia a tal efecto y, por otra parte, 

1  — � Lengua original: francés.
2  — � Véanse los asuntos pendientes ante el Tribunal de Justicia 

Winner Wetten (C-409/06); Markus Stoß y otros (C-316/07, 
C-358/07 a C-360/07, C-409/07 y C-410/07); Carmen Media 
Group (C-46/08); Santa Casa da Misericórdia de Lisboa 
(C-55/08); Zeturf (C-212/08), y Sjöberg y Gerdin (C-447/08 
y C-448/08).

que sólo un prestador por categoría de juego 
puede recibir dicha licencia.

4.  La licencia para la organización de apues-
tas deportivas, loterías y juegos de números 
se atribuyó a la fundación Stichting de Na-
tionale Sporttotalisator.  3 Se prorrogó por un 
período de cinco años en el mes de diciembre 
de 2004. La licencia para la organización de 
apuestas mutuas sobre las carreras de caba-
llos, atribuida a la sociedad de responsabili-
dad limitada Scientific Games Racing BV,  4 se 
prorrogó en el mes de junio de 2005.

5.  El asunto C-203/08 tiene origen en el li-
tigio que opone a la sociedad The Sporting 
Exchange Ltd, que actúa bajo el nombre de 
Betfair,  5 con domicilio social en el Reino Uni-
do, al Minister van Justitie (Ministro de Justi-
cia neerlandés), en relación con el rechazo de 
sus solicitudes dirigidas a obtener una licen-
cia para la organización de juegos de dinero 
en los Países Bajos y de los recursos que ha 
interpuesto contra las decisiones de prorro-
gar las licencias de De Lotto y de SGR.

3  — � Fundación para los juegos de pronósticos deportivos (en lo 
sucesivo, «De Lotto»).

4  — � En lo sucesivo, «SGR». SGR es una filial de la sociedad Scien-
tific Games Corporation Inc., con domicilio social en Nueva 
York (Estados Unidos).

5  — � En lo sucesivo, «Betfair».
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6.  El contexto del asunto C-258/08 es la im-
pugnación por las sociedades Ladbrokes Bet-
ting & Gaming Ltd y Ladbrokes International 
Ltd,  6 con domicilio social en el Reino Unido, 
de los procedimientos iniciados contra ellas 
por De Lotto, dirigidos a que se les prohíba 
ofrecer en su sitio Internet a las personas re-
sidentes en los Países Bajos juegos de dinero 
para los que no disponen de licencia.

7.  Estos dos asuntos prejudiciales plantean 
en conjunto las cuatro cuestiones siguientes.

8.  En primer lugar, ¿puede considerarse que 
una normativa de un Estado miembro que 
restringe la oferta de juegos de dinero con el 
fin de luchar contra la ludopatía y combatir 
el fraude y que consigue efectivamente estos 
objetivos los persigue de modo coherente y 
sistemático a pesar de que el o los titulares del 
derecho exclusivo están autorizados a hacer 
su oferta atrayente introduciendo nuevos jue-
gos y recurriendo a la publicidad? (Primera 
cuestión en el asunto C-258/08.)

9.  En segundo lugar, ¿el juez nacional, cuan-
do ha comprobado que su legislación en ma-
teria de juegos de dinero es conforme al Dere-
cho comunitario, está obligado a comprobar 
que una medida de ejecución que pretende 
asegurar el cumplimiento de esta legislación 
es conforme al principio de proporcionali-
dad? [Segunda cuestión, letras  a) y  b), en el 
asunto C-258/08.]

6  — � En lo sucesivo, «Ladbrokes».

10.  En tercer lugar, ¿el hecho de que un ope-
rador económico esté autorizado a explotar 
juegos en línea en el territorio del Estado 
miembro en el que está establecido se opone a 
que otro Estado miembro, en el que los juegos 
de dinero están sometidos a un régimen de 
derechos exclusivos, prohíba a dicho opera-
dor ofrecer esos mismos juegos a las personas 
que residan en su territorio? (Primera cues-
tión en el asunto C-203/08 y tercera cuestión 
en el asunto C-258/08.)

11.  En cuarto lugar, ¿con arreglo al ar-
tículo 49 CE, el principio de igualdad de trato 
y la obligación de transparencia derivada del 
mismo se aplican en el ámbito de los juegos de 
dinero en el marco de un régimen de licencia 
a un único operador? Y, en caso de respuesta 
afirmativa, en qué medida puede procederse 
a la prórroga de la licencia del operador úni-
co sin licitación [Segunda cuestión y tercera 
cuestión, letras a) y b), en el asunto C-203/08.]

12.  Estas cuestiones se basan en la premi-
sa según la cual la concesión, por un Estado 
miembro, del derecho exclusivo de explotar 
un juego de dinero a un único operador pue-
de ser compatible con el Derecho comunita-
rio. En las presentes conclusiones, invitaré al 
Tribunal de Justicia a confirmar esta premisa.

13.  Posteriormente, propondré que se decla-
re para responder a la primera cuestión, que, 
a partir del momento en que, según la apre-
ciación del juez nacional, una normativa de 
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un Estado miembro que restringe la oferta de 
juegos de dinero con el fin de luchar contra la 
ludopatía y combatir el fraude alcanza efecti-
vamente estos dos objetivos, debe considerar-
se que persigue los citados objetivos de modo 
coherente y sistemático, aun cuando el o los 
titulares del derecho exclusivo de ofrecer jue-
gos estén autorizados a hacer su oferta más 
atrayente introduciendo nuevos juegos y re-
curriendo a la publicidad.

14.  En respuesta a la segunda cuestión, sos-
tendré que, cuando el juez nacional ha ob-
servado que las restricciones previstas por 
su legislación interna son conformes al prin-
cipio comunitario de proporcionalidad, no 
está obligado a comprobar y demostrar, en 
cada caso concreto de aplicación, que una 
mera medida de ejecución de esta legislación 
es también conforme a este principio cuando 
esta medida se limita estrictamente a garan-
tizar la aplicación de la citada legislación, sin 
crear restricciones adicionales. Asimismo, 
indicaré que la circunstancia de que un ope-
rador económico solicite la citada medida en 
un litigio entre personas privadas y no la au-
toridad pública carece de incidencia sobre la 
respuesta a esta cuestión.

15.  La respuesta a la tercera cuestión se 
deduce, por una parte, de la sentencia de 
8  de  septiembre de 2009, Liga Portuguesa 
de Futebol Profissional y Baw International,  7 
según la cual el principio de reconocimiento 
mutuo no se aplica a una licencia de ofrecer 

7  — � C-42/07, Rec. p. I-7633.

juegos en línea, y, por otra parte, de la juris-
prudencia según la cual un régimen de dere-
chos exclusivos puede ser conforme con el 
Derecho comunitario.

16.  Por último, por lo que respecta al alcan-
ce del principio de igualdad de trato y de la 
obligación de transparencia, instaré al Tribu-
nal de Justicia a declarar que dicho principio 
y dicha obligación se aplican a un régimen 
de licencia limitado a un único operador en 
el ámbito de los juegos de dinero. Asimismo, 
sostendré que se oponen a una prórroga de la 
licencia sin licitación, a menos que dicha falta 
de licitación esté válidamente justificada por 
un motivo enunciado por el Tratado o admiti-
do por la jurisprudencia, lo que corresponde 
comprobar al juez nacional.

I. Derecho neerlandés

17.  Con arreglo al artículo 1 de la Ley sobre 
los juegos de azar (Wet op de kansspelen)  8 y 

8  — � En lo sucesivo, «Ley neerlandesa».
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sin perjuicio de lo dispuesto en su título Va, 
se prohíbe:

«a)	 dar la ocasión de competir por premios o 
primas, si la designación de los ganado-
res se hace al azar sobre el que los parti-
cipantes no pueden por lo general ejercer 
una influencia predominante, a menos 
que para ello se conceda una licencia en 
los términos de la presente Ley;

b)	 promover o, a tal fin, almacenar determi-
nados documentos para la publicidad, la 
distribución, la participación, ya sea en 
una ocasión mencionada en la letra  a), 
concedida sin licencia de conformidad 
con la presente ley, ya en una ocasión de 
carácter contractual, brindada fuera de 
los Países Bajos en Europa;

[…].»

18.  Posteriormente la Ley neerlandesa esta-
blece que puede concederse una licencia para 
diferentes tipos de juegos de dinero, en par-
ticular, las apuestas deportivas y las apuestas 
mutuas, que están reguladas, respectivamen-
te, por los títulos III y IV de la citada Ley.

19.  Las apuestas deportivas se definen como 
los concursos en los que los participantes 
deben adivinar o predecir los resultados de 
competiciones deportivas anunciadas con 
anterioridad, con excepción de las carreras de 
caballos.

20.  Según el artículo  16, apartado  1, de la 
Ley neerlandesa, las autoridades nacionales 
competentes podrán conceder una licencia 
para organizar apuestas deportivas a una 
persona jurídica única, con plena capacidad 
jurídica, por un período que determinen. El 
artículo 16, apartado 2, de esta Ley establece 
que los ingresos generados por una apuesta, 
previa deducción de los premios distribuidos 
y de los costes, se destinarán a las causas que 
la persona jurídica pretende servir mediante 
la organización de apuestas deportivas.

21.  Las personas de menos de 18 años no es-
tarán autorizadas a apostar. Además, según el 
artículo 21 de la Ley neerlandesa, la licencia 
irá acompañada de condiciones que se refie-
ren, en particular, al número de apuestas que 
puedan organizarse, la forma de determinar 
los resultados de sustitución y la lista de los 
premios, la gestión y la cobertura de los cos-
tes ligados a la organización, el destino de los 
ingresos, los estatutos y reglamentos de la 
persona jurídica, el control de la aplicación 
que debe ejercerse por las autoridades, y la 
presentación del informe que debe elaborar 
cada año la persona jurídica sobre sus activi-
dades y sus resultados financieros, así como la 
forma de publicación de dicho informe.

22.  Las apuestas mutuas se regulan en el tí-
tulo  IV de la Ley neerlandesa. Comprenden 
toda ocasión ofrecida de apostar sobre los 
resultados de las carreras de caballos. El to-
tal de las apuestas debe repartirse entre las 
personas que hayan apostado por el ganador 
o uno de los ganadores, sin perjuicio de las 
deducciones establecidas por dicha Ley.
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23.  Según el artículo 24 de la Ley neerlande-
sa, las autoridades nacionales competentes 
podrían conceder una licencia para la organi-
zación de apuestas mutuas a una persona ju-
rídica única con plena capacidad jurídica, por 
un período que les corresponde determinar.

24.  La licencia para la organización de apues-
tas mutuas puede acompañarse de condi-
ciones relativas, en particular, al número de 
carreras de caballos, la apuesta máxima por 
persona, el porcentaje retenido antes del re-
parto entre los ganadores de las apuestas así 
como el destino de dicho porcentaje, el con-
trol de la aplicación que deben ejercer las 
autoridades, la obligación de prevenir y de 
hacer prevenir, en la medida de lo posible, las 
apuestas no autorizadas o la intermediación 
en materia de apuestas en los terrenos donde 
tienen lugar las carreras de caballos.

25.  De los documentos que obran en autos 
resulta, especialmente de las explicaciones 
del Gobierno neerlandés, que las licencias 
se conceden, en principio, por un período de 
cinco años.

26.  Las licencias contienen disposiciones de-
talladas sobre la forma de organizar los juegos 
a las que se refieren. Pueden retirarse antes de 
su término si el titular de la licencia incumple 
estas condiciones.

27.  La licencia para la organización de las 
apuestas deportivas está atribuida a De Lotto 

desde 1961. Asimismo, De Lotto dispone de 
una licencia para organizar la lotería instan-
tánea, la loto y los juegos de números.

28.  De Lotto es una fundación. Por tanto, no 
tiene fines lucrativos. Los beneficios netos se 
abonan íntegramente a los beneficiarios en 
favor del deporte, de la educación f ísica, del 
bienestar social, de la salud pública y de la 
cultura.

29.  La licencia de De Lotto para la organiza-
ción de las apuestas deportivas, así como de 
la loto y de los juegos de números fue prorro-
gada por decisión de 10 de diciembre de 2004 
por un período de cinco años, del 12 de di-
ciembre de 2004 al 11 de diciembre de 2009.

30.  La licencia relativa a las apuestas mu-
tas está en poder desde 1998 de SGR. SGR, 
contrariamente a De Lotto, tiene ánimo de 
lucro.  9

9  — � La Comisión de las Comunidades Europeas indica que, 
según el informe anual de la comisión de control de juegos, 
las apuestas mutuas han generado, en 2007, un volumen de 
negocios de 34,3  millones de euros, lo que supone, tras la 
deducción de 25 millones de euros de premios distribuidos y 
de 6,2 millones de euros de gastos, un ingreso de los juegos 
de 3,1 millones de euros y de ingresos netos de 3,4 millones 
de euros. De este importe, 3,2 millones de euros correspon-
den, de conformidad con la Ley neerlandesa y la licencia 
concedida, a instituciones y organizaciones caritativas en 
el ámbito del deporte hípico, así como a la federación del 
deporte hípico. El beneficio de SGR se elevó a 200.000 euros.
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31.  Esta licencia fue prorrogada por decisión 
de 21  de  junio de 2005 por un período de 
tres años.

II. Hechos y cuestiones prejudiciales

A. Asunto C-258/08

32.  Ladbrokes organiza apuestas deporti-
vas, en particular, apuestas efectuadas según 
el sistema de cotización. En su sitio Internet 
(www.ladbrokes.com), ofrece varios juegos de 
dinero, principalmente vinculados al deporte. 
Además, ofrece la posibilidad de participar 
por teléfono en las apuestas que organiza.

33.  Ladbrokes ofrece estos juegos en línea a 
las personas que residen en los Países Bajos.

34.  Al estimar que este comportamiento era 
contrario a la Ley neerlandesa y le perjudica-
ba, De Lotto demandó a Ladbrokes ante el Re-
chtbank Arnhem (Países Bajos). Solicitó, en 
particular, que este tribunal ordenase a Lad-
brokes que impida que los nacionales neer-
landeses participen en los juegos de dinero 

que ésta última ofrece por Internet, por telé-
fono o de cualquier otra forma, directamente 
o a través de un intermediario. Asimismo, De 
Lotto solicitó al tribunal que prohibiese que 
Ladbrokes ofrezca sus juegos de dinero en un 
sitio Internet con una dirección neerlandesa 
(en el presente caso www.ladbrokes.nl).

35.  Mediante sentencia de 31  de  agosto de 
2005, el tribunal estimó la pretensión de De 
Lotto y exigió a Ladbrokes, bajo pena de mul-
ta, que estableciese medidas de bloqueo por 
lo que se refiere al acceso a sus juegos de di-
nero por Internet y a través de un número de 
teléfono gratuito.

36.  Ladbrokes interpuso recurso de apela-
ción ante el Gerechtshof te Arnhem (Países 
Bajos). Mediante sentencia de 17 de octubre 
de 2006, este Tribunal de apelación confirmó 
la sentencia de primera instancia.

37.  El Tribunal de apelación constató que 
Ladbrokes había infringido lo dispuesto en el 
artículo  1 de la Ley neerlandesa. Desestimó 
por infundada la alegación de Ladbrokes de 
que el juez nacional debía apreciar concre-
tamente si las restricciones impuestas a ésta 
bajo pena de multa eran necesarias y propor-
cionadas a la luz de los objetivos de la Ley 
neerlandesa. Asimismo, estimó que la Ley 
neerlandesa, habida cuenta de su contenido y 
de las condiciones en que se aplica, contribu-
ye realmente a realizar sus objetivos, a saber 
luchar contra la ludopatía y combatir el frau-
de. Desestimó por no pertinente la alegación 
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de Ladbrokes basada en que está autorizada 
a organizar sus juegos de dinero en el Reino 
Unido. Por último, subrayó que la Ley neer-
landesa no es discriminatoria en la medida en 
que, por una parte, la prohibición establecida 
en su artículo 1 se aplica indistintamente a to-
das las empresas, neerlandesas o extranjeras, 
y, por otra parte, personas jurídicas estableci-
das en otros Estados miembros pueden obte-
ner una licencia.

38.  Ladbrokes interpuso recurso de casación 
contra esta sentencia ante el Hoge Raad der 
Nederlanden (Países Bajos).

39.  A la vista de los motivos invocados en 
este recurso de casación, el Hoge Raad der 
Nederlanden decidió suspender el procedi-
miento y plantear al Tribunal de Justicia las 
siguientes cuestiones prejudiciales:

«1)	 Una política nacional restrictiva en ma-
teria de juegos de azar dirigida a encau-
zar la inclinación al juego que contribuye 
efectivamente a alcanzar los objetivos 
perseguidos por la normativa nacional 
de que se trata, a saber, luchar contra la 
ludopatía y combatir el fraude, al mante-
ner la actividad del juego, mediante una 

oferta regulada de los juegos de azar, en 
un nivel (mucho) más limitado que el que 
existiría sin un régimen nacional de regu-
lación, ¿cumple el requisito formulado en 
la jurisprudencia del Tribunal de Justicia 
de las Comunidades Europeas, en parti-
cular en la sentencia de 6 de noviembre 
de 2003, Gambelli [y otros] (C-243/01, 
Rec. p.  I-13031), de que limite las acti-
vidades de apuesta de modo coherente 
y sistemático, cuando se permite al titu-
lar o titulares de una licencia hacer más 
atractiva su oferta de juegos de azar me-
diante la introducción de nuevos juegos, 
llamar la atención de un público amplio 
sobre su oferta de juegos de azar median-
te anuncios publicitarios y, de este modo, 
apartar a los jugadores (potenciales) de 
la oferta ilegal de juegos de azar (véase 
la sentencia del Tribunal de Justicia de 
6 de marzo de 2007, Placanica [y otros], 
C-338/04, C-359/04 y  C-360/04, Rec. 
p. I-1891, apartado 55, in fine)?

2)	 a)	 Suponiendo que una normativa na-
cional relativa a la política en mate-
ria de juegos de azar sea compatible 
con el artículo  49  CE, a la hora de 
aplicarla en un caso concreto, ¿debe 
examinar además el órgano jurisdic-
cional nacional si la medida a adop-
tar, a saber, la exigencia de impedir a 
los residentes en el Estado miembro 
de que se trate, mediante el progra-
ma informático disponible a tal fin, el 
acceso a un sitio web para participar 
en los juegos de azar ofrecidos en el 
mismo, cumple, en las circunstancias 
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concretas del caso, en cuanto tal y 
por sí misma, el requisito de que se 
ajuste efectivamente a los objetivos 
aducidos para justificar la normativa 
nacional, y si la restricción a la libre 
prestación de servicios derivada de 
la normativa y de la aplicación de la 
misma no es desproporcionada a la 
vista de sus objetivos?

	 b)	 ¿Es relevante para la respuesta a la 
segunda cuestión, letra  a), el hecho 
de que la medida a adoptar no sea 
exigida e impuesta en el marco del 
mantenimiento de la normativa na-
cional por parte de las autoridades 
públicas, sino en el marco de un pro-
cedimiento civil en el que un organi-
zador de juegos azar que opera con 
la licencia exigida exige la adopción 
de la medida sobre la base de un ilí-
cito civil cometido en su perjuicio, 
consistente en que la contraparte 
vulnera la normativa nacional per-
tinente y, de este modo, se procura 
una ventaja desleal frente a la parte 
que opera con la licencia exigida?

3)	 ¿Debe interpretarse el artículo  49  CE 
en el sentido de que su aplicación tie-
ne como consecuencia que la autoridad 
competente de un Estado miembro no 
puede prohibir, sobre la base del siste-
ma cerrado de licencias aplicable en el 

Estado miembro a las ofertas de servi-
cios en materia de juegos de azar, que un 
proveedor de servicios a quien ya se ha 
concedido una licencia en otro Estado 
miembro para la prestación de tales ser-
vicios por Internet ofrezca dichos servi-
cios igualmente por Internet en el Estado 
miembro mencionado en primer lugar?»

B. Asunto C-203/08

40.  Betfair facilita la celebración y la negocia-
ción recíproca, directa o indirectamente por 
Internet, de apuestas sobre acontecimientos 
deportivos, en particular, las carreras de ca-
ballos. Betfair afirmó poseer licencias en el 
Reino Unido y en otros varios Estados para 
prestar estos servicios.

41.  Betfair desea poder ofrecer los citados 
servicios en el mercado neerlandés.

42.  A tal efecto, solicitó al Minister van Jus-
titie una licencia para organizar por Internet 
apuestas deportivas así como apuestas mu-
tuas sobre los resultados de las carreras de 
caballos. Éste denegó dichas solicitudes, así 
como la reclamación de Betfair contra esta 
denegación. Betfair interpuso recurso ante el 
Rechtbank’s-Gravenhage (Países Bajos).
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43.  Asimismo, Betfair presentó una recla-
mación, por una parte, contra la decisión de 
10  de  diciembre de 2004 por la que se pro-
rroga la autorización de De Lotto por lo que 
respecta a la organización de apuestas depor-
tivas, de loto y de juegos de números y, por 
otra parte, contra la decisión de 21 de  junio 
de 2005 por la que se prorroga la licencia de 
SGR por lo que respecta a las apuestas mu-
tuas sobre los resultados de las carreras de 
caballos.

44.  El Minister van Justitie desestimó es-
tas reclamaciones por infundadas. Asi-
mismo, Betfair interpuso recurso contra 
estas decisiones desestimatorias ante el 
Rechtbank’s-Gravenhage.

45.  Mediante sentencia de 8 de diciembre de 
2006, el Rechtbank’s-Gravenhage desestimó 
los recursos interpuestos por Betfair por in-
fundados. Betfair interpuso recurso de apela-
ción ante el Raad van State (Países Bajos).

46.  A la vista de los motivos invocados por 
Betfair, el Raad van State decidió suspender el 
procedimiento y plantear al Tribunal de Justi-
cia las siguientes cuestiones prejudiciales:

«1)	 ¿Debe interpretarse el artículo 49 CE en 
el sentido de que la aplicación de dicho 
artículo tiene como consecuencia que 
la autoridad competente de un Estado 
miembro no puede prohibir, sobre la 
base de un régimen cerrado de licencias 
aplicable en el Estado miembro para la 
prestación de servicios en el sector de 

los juegos de azar, que un prestador de 
servicios a quien ya se ha concedido una 
licencia en otro Estado miembro para la 
prestación de los servicios vía Internet 
ofrezca también tales servicios por Inter-
net en el Estado miembro mencionado 
en primer lugar?

2)	 La interpretación del artículo 49 CE y en 
particular del principio de igualdad y de 
la obligación de transparencia derivada 
del mismo realizada por el Tribunal de 
Justicia en determinados asuntos sobre 
concesiones de contratos públicos, ¿es 
aplicable al procedimiento de concesión 
de una licencia para ofrecer servicios 
en el ámbito de los juegos de azar en un 
régimen de licencia única establecido 
por ley?

3)	 a)	� En un régimen de licencia única 
establecido por ley, la prórroga de 
la licencia del actual titular, sin que 
los potenciales licitadores tengan 
la oportunidad de competir por tal 
licencia, ¿puede constituir un medio 
adecuado y proporcional de atender 
las razones imperiosas de interés 
general que el Tribunal de Justicia 
haya aceptado como justificación 
de la restricción a la libre prestación 
de servicios en materia de juegos de 
azar? De ser así, ¿en qué condiciones?
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	 b)	 ¿Incide en la respuesta a la tercera 
cuestión, letra a), el hecho de que se 
dé una respuesta afirmativa o negati-
va a la segunda?»

III. Análisis

47.  Antes de examinar las diferentes cuestio-
nes planteadas en los presentes asuntos, me 
parece necesario realizar las observaciones 
siguientes a propósito de las premisas sobre 
las que se basan las cuestiones prejudiciales 
planteadas por los órganos jurisdiccionales 
neerlandeses.

48.  En primer lugar, ciertamente debe exami-
narse la conformidad de la normativa neer-
landesa a la luz del artículo 49 CE.

49.  En efecto, en primer lugar, los juegos de 
dinero constituyen una actividad económica 
a efectos del artículo 2 CE  10 y se consideran 
prestación de servicios. Por tanto, los opera-
dores económicos que los explotan pueden 

10  — � Sentencia de 11  de  septiembre de 2003, Anomar y otros 
(C-6/01, Rec. p. I-8621), apartados 46 y 47.

invocar los artículos 43 CE y 49 CE.  11 Una le-
gislación de un Estado miembro que restringe 
la posibilidad de ofrecer juegos de dinero en el 
territorio de este Estado puede constituir, por 
consiguiente, una restricción a la libertad de 
establecimiento y a la libre prestación de ser-
vicios, prohibida por dichas disposiciones.  12 
Además, hasta ahora, los juegos de dinero no 
han sido objeto de ninguna medida de regula-
ción o armonización a nivel comunitario.

50.  Por otra parte, del marco fáctico de los 
dos asuntos examinados resulta claramente 
que Betfair, en el asunto C-203/08, así como 
Ladbrokes, en el asunto C-258/08, desean 
ofrecer juegos de dinero a las personas que 
residen en el territorio neerlandés sin esta-
blecerse en los Países Bajos, sino a partir del 
Reino Unido, a través de Internet o por telé-
fono. Por tanto, estas sociedades sólo pueden 
invocar las disposiciones del Tratado relativas 
a la libre prestación de servicios.

51.  En segundo lugar, los órganos jurisdic-
cionales remitentes están fundados también 
para estimar que su normativa nacional, en 
tanto establece que el derecho a ofrecer jue-
gos de dinero a las personas residentes en el 
territorio neerlandés es posible para un único 
operador económico titular de un derecho 
exclusivo, puede ser compatible con el Dere-
cho comunitario.

11  — � Véase, en este sentido, la sentencia Gambelli y otros, antes 
citada (apartado 59).

12  — � Idem.
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52.  Por tanto, consta, en primer lugar, que la 
normativa neerlandesa, que tiene por objeto y 
por efecto impedir a proveedores de servicios 
como Betfair y Ladbrokes, establecidos en el 
Reino Unido, ofrecer sus juegos de dinero a 
las personas residentes en el territorio neer-
landés y, por tanto, impedir a éstos tener ac-
ceso a tales juegos, constituye una restricción 
a la libre prestación de servicios en el sentido 
del artículo 49 CE.

53.  Asimismo, según jurisprudencia consoli-
dada los Estados miembros pueden restringir 
la organización y la explotación de juegos de 
dinero en su territorio con el fin de proteger 
a los consumidores frente a un gasto excesivo 
en juego y defender el orden público debido 
al riesgo de fraude generado por las eleva-
das sumas que los juegos de dinero permiten 
reunir.  13

54.  No obstante, es importante para que una 
legislación de un Estado miembro adoptada 
a tal efecto sea conforme al Derecho comu-
nitario, que se aplique de manera no discri-
minatoria, que sea adecuada para garantizar 
la realización del objetivo que persigue y, por 
último, que sea proporcionada, es decir, que 
sea necesaria para alcanzar este objetivo.  14

13  — � Sentencia Placanica y otros, antes citada (apartado  46 y 
jurisprudencia citada).

14  — � Sentencia de 26  de  octubre de 2006, Comisión/Grecia 
(C-65/05, Rec. p. I-10341), apartado 49.

55.  Al controlar el cumplimiento de estos re-
quisitos, el Tribunal de Justicia ha estimado 
que un Estado miembro podía legítimamen-
te conceder el derecho a explotar juegos de 
dinero a un operador único.  15 Según el Tri-
bunal de Justicia, la concesión de un derecho 
exclusivo a un operador único, si dicho opera-
dor realiza sus actividades bajo el control del 
Estado y de conformidad con sus objetivos, 
presenta efectivamente la ventaja de canalizar 
el deseo de jugar y la explotación de los jue-
gos en un circuito controlado, de prevenir los 
riesgos de tal explotación con fines fraudu-
lentos y criminales y de utilizar los beneficios 
que se derivan de ellos para fines de utilidad 
pública.  16

56.  La opción de utilizar un régimen de dere-
cho exclusivo concedido a un operador único 
en vez de a varios operadores cuya actividad 
estaría regulada estrictamente está compren-
dida en la facultad de apreciación de los Es-
tados miembros.  17 A este respecto, el hecho 
de que un Estado miembro haya elegido un 
sistema de protección diferente del adopta-
do por otro Estado miembro no puede tener 
incidencia en la apreciación de la necesidad 
y de la proporcionalidad de las disposiciones 
adoptadas en la materia. Éstas deben apre-
ciarse solamente en relación con los objetivos 
que persiguen las autoridades nacionales del 
Estado miembro interesado y con el nivel de 
protección que éstas pretenden garantizar.  18

15  — � Sentencia de 21  de  septiembre de 1999, Läärä y otros 
(C-124/97, Rec. p.  I-6067), apartado  37. Véanse también 
las sentencias de 21 de octubre de 1999, Zenatti (C-67/98, 
Rec. p. I-7289), apartado 35, y Anomar y otros, antes citada 
(apartado 74).

16  — � Sentencia Läärä y otros, antes citada (apartado 37).
17  — � Sentencias antes citadas Läärä y otros (apartados 35 y 39); 

Zenatti (apartado 33) y Anomar y otros (apartado 87).
18  — � Sentencias antes citadas Läärä y otros (apartado  36) y 

Zenatti (apartado 34).
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57.  Esta jurisprudencia, a mi juicio, merece 
ser plenamente aprobada. Como indica acer-
tadamente el órgano jurisdiccional remitente 
en el asunto C-203/08, la licencia a un único 
prestador de servicios, por una parte, facili-
ta su control así como la comprobación del 
cumplimiento de las prescripciones relativas 
a la licencia y, por otra parte, impide que se 
produzca una competencia entre los titulares 
de una licencia para una misma categoría de 
juego, lo que provocaría un aumento de la 
oferta y la publicidad.

58.  El derecho de los Estados miembros a 
optar por un sistema de derecho exclusivo re-
servado a un operador único merece también 
ser mantenido, a mi juicio, porque la compe-
tencia en el ordenamiento jurídico comunita-
rio no constituye un fin en sí. Se trata de una 
herramienta que permite alcanzar los objeti-
vos perseguidos por la Comunidad Europea, 
enunciados en el artículo 2 CE. La libre com-
petencia promueve un desarrollo armonioso 
de las actividades económicas así como del 
empleo y, por tanto, una mejora del nivel de la 
calidad de vida de los ciudadanos de la Unión 
Europea porque, cuando es leal, lleva apareja-
da, el progreso tecnológico y la mejora de las 
calidades de un servicio o de un producto, a 
la vez que garantiza una reducción de costes. 
Así pues, la competencia redunda en favor de 
los consumidores porque, de este modo, pue-
den disfrutar de productos o de servicios de 
mejor calidad al mejor precio.

59.  No obstante, estas ventajas no se produ-
cen en el ámbito de los juegos de dinero. En 
efecto, estos juegos sólo pueden funcionar y 

perdurar si los jugadores, en su gran mayoría, 
pierden más de lo que ganan. El propio prin-
cipio de esta actividad cuyo interés lucrativo 
se basa en el poder de atracción del sueño 
provoca, seduciendo con la ilusión de un en-
riquecimiento eventual, el empobrecimiento 
de los que se entregan a él. La apertura de la 
competencia a proveedores de servicios de 
una misma categoría de juego, que les llevaría 
necesariamente a ofrecer a los consumidores 
juegos cada vez más atractivos para obtener 
de ellos el mayor rendimiento, amenaza con 
empujar a los hogares a gastar más de los 
recursos disponibles para el ocio, e incluso 
provocar una verdadera adicción al juego. 
También puede sostenerse que una lógica pu-
ramente económica conduciría por naturale-
za a esta actitud. Por tanto, nos alejaríamos 
de los objetivos expuestos en el artículo 2 CE.

60.  La interpretación por el Tribunal de Jus-
ticia, del alcance de las libertades de circula-
ción en el ámbito de los juegos de dinero no 
debe ir, por tanto, en la dirección de imponer 
a los Estados miembros una apertura del mer-
cado en este ámbito, porque éste no es una 
fuente de progreso y desarrollo, sino dejarles 
tomar y asumir sus responsabilidades.

61.  Esta afirmación no tiene por objeto cues-
tionar la jurisprudencia según la cual la orga-
nización y la explotación de juegos de dinero 
constituyen una actividad económica ni el 
derecho de los operadores económicos que 
la ejercen de invocar las libertades de circu-
lación. Esta jurisprudencia se impone a fin de 
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que el ejercicio, por los Estados miembros, de 
sus competencias tanto en esta materia como 
en los otros ámbitos de competencia reserva-
da pueda ser objeto de un control de confor-
midad con sus compromisos comunitarios.

62.  Quiero decir simplemente que, dada la 
especial naturaleza de los juegos de dinero, 
únicamente si un Estado miembro ha optado 
por hacer de un juego una actividad econó-
mica normal u ordinaria, en la que el primer 
objetivo sea obtener el máximo beneficio, di-
cho Estado miembro deberá abrir este juego a 
la libre competencia.

63.  Las cuestiones prejudiciales planteadas 
en los presentes asuntos abarcan cuatro inte-
rrogantes que voy a examinar sucesivamente. 
Se refieren, en primer lugar, a la coherencia 
de una legislación nacional dirigida a prote-
ger a los consumidores frente a la ludopatía y 
a combatir el fraude cuando el titular del de-
recho exclusivo está autorizado a introducir 
nuevos juegos y a hacer publicidad (primera 
cuestión en el asunto C-258/08), en segundo 
lugar, al alcance del control de proporcionali-
dad que el juez nacional debe realizar al apre-
ciar la conformidad de su Derecho interno 
con el Derecho comunitario [segunda cues-
tión, letras  a) y  b), en el asunto C-258/08], 
en tercer lugar, a la aplicación del principio 
del reconocimiento mutuo de la licencia para 
ofrecer juegos a través de Internet (prime-
ra cuestión en el asunto C-203/08 y tercera 

cuestión en el asunto C-258/08), y, en cuarto 
lugar, a la aplicación del principio de igualdad 
de trato y de la obligación de transparencia en 
el caso de una licencia a un operador único y 
en caso de prórroga de dicha licencia [segun-
da cuestión y tercera cuestión, letras a) y b), 
en el asunto C-203/08].

A. Sobre la coherencia de una legislación na-
cional que pretende proteger a los consumido-
res y combatir el fraude pese a que dicha legis-
lación permite la creación de nuevos juegos y 
el recurso a la publicidad (asunto C-258/08)

64.  Mediante su primera cuestión prejudi-
cial, el órgano jurisdiccional remitente pre-
gunta, en esencia, si una normativa de un 
Estado miembro que restringe la oferta de 
juegos de dinero con el fin de luchar contra 
la ludopatía y combatir el fraude y que con-
tribuye efectivamente a que dichos objetivos 
se alcancen puede considerarse que persigue 
los citados objetivos de modo coherente y 
sistemático pese a que el o los titulares del 
derecho exclusivo están autorizados a hacer 
su oferta más atractiva introduciendo nuevos 
juegos y recurriendo a la publicidad.

65.  Este órgano jurisdiccional plantea esta 
cuestión debido a las posiciones adoptadas 
por el Tribunal de Justicia en las sentencias 
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antes citadas Gambelli y otros y Placanica y 
otros. Así, en la sentencia Gambelli y otros, 
antes citada, el Tribunal de Justicia estimó 
que una legislación de un Estado miembro 
que restringe la organización y la explotación 
de apuestas deportivas con el fin de proteger 
a los consumidores frente a una incitación 
excesiva a jugar pese a que, en realidad, las 
autoridades de dicho Estado miembro incitan 
y animan a los consumidores a participar en 
estos juegos para que el tesoro público obten-
ga beneficios de ello no persigue este objetivo 
de modo coherente y sistemático y, por tanto, 
es contraria al Derecho comunitario.  19

66.  En la sentencia Placanica y otros, antes 
citada, el Tribunal de Justicia indicó que, si la 
normativa de un Estado miembro en materia 
de juegos de dinero tiene por objeto encauzar 
esta actividad a circuitos controlables con el 
fin de evitar su explotación con fines crimina-
les, los operadores autorizados han de cons-
tituir una alternativa fiable, pero al mismo 
tiempo atractiva, a una actividad prohibida, 
circunstancia que puede implicar la oferta de 
una amplia gama de juegos, una publicidad 
de una determinada magnitud y el recurso a 
nuevas técnicas de distribución.  20

67.  El órgano jurisdiccional remitente pre-
tende que se dilucide cómo deben conciliarse 
estas dos sentencias por lo que respecta a su 
normativa nacional en la medida en que hay 
que recordar que ésta, pretende a la vez pro-
teger a los consumidores frente a una incita-
ción excesiva al juego y combatir el fraude.

19  — � Sentencia Gambelli y otros, antes citada (apartado 69).
20  — � Sentencia Placanica y otros, antes citada (apartado 55).

68.  Considero que la apreciación del juez 
nacional, que figura en la resolución de remi-
sión y que se recoge en el tenor de la cues-
tión prejudicial examinada, según la cual la 
legislación en cuestión contribuye efectiva-
mente a alcanzar estos dos objetivos, permite 
claramente responder a la citada cuestión de 
manera afirmativa. Baso mi posición en los 
motivos siguientes.

69.  Como he recordado anteriormente, la 
conformidad con el Derecho comunitario 
de una normativa de un Estado miembro 
que restringe el ejercicio de una libertad de 
circulación exige, en particular, que sea ade-
cuada para alcanzar el objetivo que persigue. 
De conformidad con la jurisprudencia, es 
necesario, a tal efecto, que dicha normativa 
persiga este objetivo de modo coherente y 
sistemático.  21

70.  Esta exigencia es de sentido común. Así, 
una medida restrictiva de una libertad de cir-
culación que no persigue el objetivo que sub-
yace de modo coherente y sistemático es, por 
ello, inadecuada para alcanzar dicho objetivo. 
Por tanto, el objetivo invocado en apoyo de 
esta normativa no puede justificar la restric-
ción a una libertad fundamental prevista por 
el Derecho comunitario, ya que este objetivo, 
en cualquier caso, no puede alcanzarse. En 
otros términos, el motivo invocado, en tal si-
tuación, es un mero pretexto.

21  — � Véase, en este sentido, la sentencia Gambelli y otros, antes 
citada (apartado 67).
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71.  Por ello, recientemente, el Tribunal de 
Justicia ha declarado incoherente la legis-
lación de un Estado miembro que prohíbe 
la publicidad de los tratamientos médicos y 
quirúrgicos realizados en establecimientos 
médicos privados en las cadenas de televisión 
de difusión nacional a la vez que las autori-
za, bajo ciertos requisitos, en las cadenas de 
televisión de difusión local.  22 Lo mismo cabe 
decir de la normativa de un Estado miembro 
con arreglo a la cual la apertura de una poli-
clínica dental está supeditada a la obtención 
de una autorización condicionada por la exis-
tencia de una necesidad de asistencia mien-
tras que el establecimiento de un consultorio 
de grupo que ofrece las mismas prestaciones 
no está sujeto a este requisito.  23

72.  La sentencia Gambelli y otros, antes ci-
tada, se inscribe perfectamente en esta ju-
risprudencia, aun cuando la incoherencia 
señalada por el Tribunal de Justicia en dicha 
sentencia no está en el contenido de la propia 
legislación, sino en su aplicación concreta por 
las autoridades nacionales. En efecto, de esta 
sentencia resulta que un Estado miembro no 
puede establecer válidamente una normativa 
restrictiva en materia de juegos de dinero con 
el único fin de proteger a los consumidores 
frente a los riesgos de gasto excesivo pese a 
que, en realidad lleva a cabo una política de 
fuerte incitación de esos mismos consumido-
res a participar en dichos juegos.

73.  En todos estos diferentes casos, la le-
gislación nacional controvertida se revela 

22  — � Sentencia de 17 de julio de 2008, Corporación Dermoesté-
tica (C-500/06, Rec. p. I-5785), apartado 40.

23  — � Sentencia de 10  de  marzo de 2009, Hartlauer (C-169/07, 
Rec. p. I-1721), apartado 63.

inadecuada para alcanzar el objetivo que per-
sigue ya que ella misma tiene un error en su 
concepción, esto es, su aplicación concreta va 
en contra de este objetivo.

74.  No sucede así en los presentes asuntos. 
En efecto, contrariamente a la situación ob-
jeto de la sentencia Gambelli y otros, antes 
citada, la Ley neerlandesa no pretende úni-
camente proteger a los consumidores frente 
a la ludopatía, sino que también tiene por 
objeto combatir el fraude. De conformidad 
con la jurisprudencia, la adecuación de esta 
normativa para alcanzar estos dos objetivos 
debe apreciarse a la luz de éstos considerados 
globalmente.  24

75.  En consecuencia, al examinar la confor-
midad de la Ley neerlandesa con el Derecho 
comunitario, el comportamiento de los ti-
tulares de los derechos exclusivos de explo-
tar los juegos de dinero no debe apreciarse 
únicamente a la luz del objetivo relativo a la 
protección de los consumidores frente a la 
ludopatía, sino también en consideración al 
objetivo de combatir el fraude.

76.  He expuesto que, en la sentencia Pla-
canica y otros, antes citada, el Tribunal de 
Justicia admitió que este último objetivo 

24  — � Sentencias antes citadas Läärä y otros (apartado  33) así 
como que Zenatti (apartado 31).
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podía requerir por parte de los operadores 
autorizados la oferta de una amplia gama de 
juegos, una publicidad de una determinada 
magnitud y el recurso a nuevos juegos con 
el fin de constituir una alternativa atrayente 
al juego clandestino y prohibido. Debe apro-
barse esta posición. Encauzar a los jugadores 
a un circuito legal exige, en efecto, que éste 
sea suficientemente atrayente para satisfacer 
las ganas de jugar del mayor número de ellos, 
con el fin de evitar que estos consumidores 
acudan a circuitos no autorizados o favorez-
can su desarrollo.

77.  Por consiguiente, el hecho de que los ti-
tulares de derechos exclusivos de explotación 
de los juegos de dinero en los Países Bajos 
estén autorizados a hacer su oferta más atra-
yente creando nuevos juegos y recurriendo 
a la publicidad no es, como tal, incoherente 
con los objetivos perseguidos por la normati-
va neerlandesa, considerada globalmente, ya 
que esta actitud contribuye perfectamente a 
combatir el fraude.

78.  No obstante, en la medida en que la nor-
mativa neerlandesa pretende también prote-
ger a los consumidores frente a la ludopatía, 
es importante que la creación de nuevos jue-
gos y la publicidad estén estrechamente con-
trolados por el Estado miembro y limitados 
con el fin de ser también compatibles con la 
consecución de dicho objetivo. La concilia-
ción de estos dos objetivos perseguidos por la 
normativa neerlandesa exige, por tanto, que 
la oferta de los titulares del derecho exclusi-
vo y la publicidad para los juegos autorizados 
sean suficientes para incitar a los consumi-
dores a mantenerse en el circuito legal sin 
constituir sin embargo una incitación a jugar 

excesiva, lo que llevaría a los consumidores o, 
al menos, a los más frágiles de entre ellos a 
gastar una cantidad mayor del porcentaje de 
sus ingresos que pueden consagrar a su ocio.

79.  Es muy evidente que es dif ícil encontrar 
en concreto el equilibrio entre estos dos obje-
tivos. Procede de una evaluación compleja de 
los riesgos previsibles y de las consecuencias 
de los juegos ofrecidos en el Estado miembro 
de que se trate así como de la publicidad rea-
lizada a favor de éstos. Por ello, la apreciación 
de si una legislación de un Estado miembro, 
como la Ley neerlandesa, respeta este equili-
brio y, por tanto, puede considerarse que per-
sigue los citados objetivos de modo coherente 
y sistemático debe obedecer a los principios 
siguientes.

80.  En primer lugar, como expone el órga-
no jurisdiccional remitente, debido a la gran 
dificultad que presentan estas evaluaciones, 
es necesario reconocer un amplio margen de 
apreciación a los Estados miembros. Este re-
conocimiento se inscribe, por lo demás, en la 
jurisprudencia en materia de juegos de dine-
ro, según la cual debe reconocerse a los Es-
tados miembros una facultad de apreciación 
suficiente para determinar las exigencias que 
implica la protección de los jugadores y, más 
en general, la protección del orden social, ha-
bida cuenta de las particularidades sociocul-
turales de cada Estado miembro.  25

25  — � Sentencia Gambelli y otros, antes citada (apartado 63).
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81.  En segundo lugar, la apreciación de la ca-
pacidad de la legislación nacional controver-
tida para alcanzar los objetivos que persigue 
debe dejarse a los órganos jurisdiccionales 
nacionales, que son los que están mejor si-
tuados para apreciar concretamente las con-
diciones de aplicación de la citada legislación 
y sus efectos concretos.  26

82.  De ello se deduce que la legislación na-
cional en cuestión debe considerarse adecua-
da para alcanzar los objetivos que persigue si 
el juez nacional, como sucede en el presente 
asunto, indica que esta legislación contribuye 
efectivamente a alcanzar todos sus objetivos. 
Tal apreciación del juez implica, en efecto, 
que éste ha constatado que la oferta de juegos 
y la publicidad autorizadas no constituyen 
para los consumidores una incitación a jugar 
que sea excesiva y que, en realidad, produzca 
efectos de endeudamiento o adicción.

83.  La Comisión, en sus observaciones escri-
tas, no comparte completamente este análi-
sis. En particular, cuestiona la posibilidad de 
que la normativa neerlandesa controvertida 
esté justificada por el objetivo de combatir el 
fraude. Recuerda la jurisprudencia relativa a 
la carga de la prueba que incumbe al Estado 

26  — � Sentencias antes citadas Zenatti (apartado 37) y Gambelli y 
otros (apartado 66).

miembro cuya normativa restrinja una liber-
tad de circulación.  27 La Comisión sostuvo 
que esta jurisprudencia era perfectamente 
aplicable en el ámbito de los juegos de dinero, 
como resulta de la sentencia Lindman.  28

84.  La Comisión expuso que la resolución de 
remisión no contiene ningún elemento que 
permita deducir que los juegos clandestinos 
constituyan un problema grave en los Países 
Bajos. Recuerda que, en el asunto que dio lu-
gar a la sentencia Placanica y otros, antes ci-
tada, el Gobierno italiano había citado datos 
fácticos que demostraban que las actividades 
de juegos y apuestas clandestinas constituían 
un problema grave en Italia.

85.  No comparto las dudas de la Comisión 
en lo que se refiere a la posibilidad de que el 
Gobierno neerlandés justifique su normativa 
por la lucha contra el fraude.

86.  Es cierto, que de conformidad con la ju-
risprudencia, incumbe a un Estado miembro 
cuya legislación restringe una libertad de cir-
culación demostrar la necesidad y la propor-
cionalidad de esta restricción. Sin embargo, el 

27  — � La Comisión cita la sentencia de 7 de julio de 2005, Comi-
sión/Austria (C-147/03, Rec. p. I-5969), a tenor de la cual 
«corresponde a las autoridades nacionales que invocan una 
excepción al principio fundamental de libre circulación de 
las personas probar, en cada caso, que sus normativas son 
necesarias y proporcionadas a la vista del objetivo perse-
guido. Las razones justificativas que puede invocar un 
Estado miembro deben ir acompañadas de un examen de la 
idoneidad y de la proporcionalidad de la medida restrictiva 
adoptada por dicho Estado y de datos precisos en los que 
pueda sustentarse su alegación» (apartado 63).

28  — � Sentencia de 13  de  noviembre de 2003 (C-42/02, Rec. 
p. I-13519).
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alcance de esta obligación debe apreciarse en 
función del interés que la legislación en cues-
tión pretenda proteger.

87.  Así, cuando se trata de proteger la sa-
lud de las personas, se admite que un Esta-
do miembro puede adoptar una legislación 
restrictiva de una libertad de circulación sin 
tener que esperar a que se demuestre plena-
mente la realidad de tales riesgos.  29 Basta que 
exista un riesgo potencial para la salud. A mi 
juicio, debe prevalecer la misma interpreta-
ción por lo que respecta a la protección de 
la sociedad contra el riesgo de un problema 
grave de orden público.

88.  Por lo que se refiere a los juegos de dine-
ro, un Estado miembro tiene derecho a esti-
mar que existe en su población una atracción 
por estos juegos que, si no se satisface en un 
circuito legal, buscará serlo en un marco clan-
destino. Además, la importancia de las sumas 
que esta actividad permite obtener puede ha-
cer temer legítimamente que se desarrollen 
redes clandestinas y causen problemas graves 
de orden público.

89.  A este respecto, el Tribunal de Justicia 
ha admitido que las loterías organizadas a 
gran escala,  30 las máquinas tragaperras,  31 

29  — � Sentencias de 19  de  mayo de 2009, Comisión/Italia 
(C-531/06, Rec. p. I-4103), apartado 54, y Apothekerkam-
mer des Saarlandes y otros (C-171/07 y  C-172/07, Rec. 
p. I-4171), apartado 30.

30  — � Sentencia de 24  de  marzo de 1994, Schindler (C-275/92, 
Rec. p. I-1039).

31  — � Sentencia Läärä y otros, antes citada.

las apuestas sobre competiciones deporti-
vas  32 y los juegos de casino  33 pueden generar 
un elevado riesgo de delito y de fraude, en 
atención a las elevadas sumas que permiten 
reunir.

90.  Un Estado miembro puede estimar legí-
timamente que la atracción de una parte de 
la población por los juegos de dinero y los 
riesgos generados por la falta de regulación 
de esta actividad en un circuito controlado 
se incrementan por los medios modernos de 
comunicación, en particular, Internet. Este 
sistema de comunicación ha permitido, en 
efecto, a todas las personas que disponen de 
él tener acceso a un gran número de juegos en 
línea. El Tribunal de Justicia admitió el carác-
ter potencialmente peligroso de estos últimos 
en la sentencia Liga Portuguesa de Futebol 
Profissional y Baw International, antes citada, 
en la que estimó que, dada la falta de contacto 
directo entre el consumidor y el operador, los 
juegos de dinero accesibles por Internet su-
ponen, en lo que atañe a los eventuales frau-
des cometidos por los operadores contra los 
consumidores, riesgos diferentes y de mayor 
importancia en comparación con los merca-
dos tradicionales de estos juegos.  34

91.  Asimismo, ya he expuesto que los Esta-
dos miembros disponen de una facultad de 
apreciación suficiente para determinar las 
exigencias que conlleva la protección de los 
jugadores así como la del orden social en fun-
ción de sus particularidades socioculturales.

32  — � Sentencia Zenatti, antes citada.
33  — � Sentencia Anomar y otros, antes citada.
34  — � Sentencia Liga Portuguesa de Futebol Profissional y Baw 

International, antes citada (apartado 70).
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92.  Teniendo en cuenta estas consideracio-
nes y esta jurisprudencia, la defensa de las 
libertades fundamentales de circulación no 
justifica, por tanto, a mi juicio, exigir a los 
Estados miembros que esperen a que se desa-
rrollen verdaderas redes de juegos clandesti-
nos en su territorio para adoptar medidas di-
rigidas a regular el ejercicio de esta actividad 
y a luchar contra tales prácticas. Un Estado 
miembro tiene derecho a invocar el riesgo 
de fraudes ligados al juego como fundamen-
to de una legislación restrictiva de esta acti-
vidad sin tener que poder demostrar que se 
hayan producido efectivamente fraudes en su 
territorio.

93.  En otros términos, un Estado miembro 
está fundado para adoptar medidas restric-
tivas destinadas a combatir el fraude en el 
ámbito de los juegos de dinero con carácter 
preventivo.

94.  A la vista de estos elementos, propongo al 
Tribunal de Justicia que responda que una le-
gislación de un Estado miembro que restringe 
la oferta de juegos de dinero con el fin de lu-
char contra la ludopatía y combatir el fraude, 
con arreglo a la cual el o los titulares del de-
recho exclusivo de ofrecer estos juegos están 
autorizados a hacer su oferta más atrayente 
introduciendo nuevos juegos y recurriendo a 
la publicidad, debe considerarse que persigue 
estos objetivos de modo coherente y sistemá-
tico si, según la apreciación del juez nacional, 
esta legislación, a la vista de su contenido y 
de su aplicación, contribuye efectivamente a 
alcanzar los dos objetivos perseguidos.

B.  Sobre el alcance del control de la confor-
midad de la legislación nacional (asunto 
C-258/08)

95.  En el apartado  75 de la sentencia Gam-
belli y otros, antes citada, el Tribunal de Jus-
ticia ha declarado que corresponde al órgano 
jurisdiccional remitente comprobar si la nor-
mativa nacional controvertida, habida cuenta 
de sus modalidades concretas de aplicación, 
responde efectivamente a objetivos que pue-
dan justificarla y si las restricciones que im-
pone no resultan desproporcionadas en rela-
ción con dichos objetivos. El Hoge Raad der 
Nederlanden se pregunta sobre el alcance de 
esta obligación.

96.  Pregunta así, en su segunda cuestión, 
letra  a), si el juez nacional, tras haber cons-
tatado que su legislación es conforme con el 
artículo 49 CE, debe comprobar también, en 
cada caso concreto, que una medida dirigida 
a garantizar el cumplimiento de esta legisla-
ción, como una orden a un operador econó-
mico de hacer inaccesible a las personas que 
residan en el territorio nacional su sitio Inter-
net que oferta juegos de dinero, es adecuada 
para alcanzar los objetivos perseguidos por la 
citada legislación y es proporcionada.

97.  Asimismo, pregunta en su segunda cues-
tión, letra b), si la respuesta a esta pregunta 
debe ser diferente cuando la medida a adop-
tar se solicita en el marco de un procedimien-
to civil por el operador económico titular del 
derecho exclusivo de explotar los juegos de 
dinero y no por la autoridad pública.
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98.  El origen de estas cuestiones es la alega-
ción sostenida por Ladbrokes en su recurso 
de casación ante el órgano jurisdiccional re-
mitente en el asunto C-258/08, de que el re-
quisito expuesto en el apartado 75 de la sen-
tencia Gambelli y otros, antes citada, debería 
haberse apreciado en concreto por el juez que 
conoce sobre el fondo por lo que respecta a 
la orden solicitada por De Lotto. Según Lad-
brokes, el juez nacional, en el marco de esta 
apreciación, también debería tomar en con-
sideración el hecho de que posee una licencia 
para ofrecer juegos de dinero a través de In-
ternet en el Reino Unido.

99.  A mi juicio, el juez que conoce del fondo 
al que se dirigió De Lotto no estaba obliga-
do a comprobar y demostrar que una simple 
medida de ejecución, como la orden dada a 
Ladbrokes, era adecuada para alcanzar los 
objetivos perseguidos por la legislación neer-
landesa ni que fuera proporcionada. Asimis-
mo, sostendré que esta respuesta no depende 
de que esta orden se haya solicitado y pro-
nunciado en el marco de un litigio privado y 
no a demanda de las autoridades estatales.

100.  Baso esta postura en el alcance del con-
trol del respeto del principio de proporcio-
nalidad que incumbe al juez nacional, como 
resulta de la jurisprudencia y, en particular, 
del apartado  75 de la sentencia Gambelli y 
otros, antes citada, así como del contenido y 
los efectos de la orden pronunciada respecto 
a Ladbrokes.

101.  De conformidad con la jurisprudencia, 
cuando un Estado miembro, en el ejercicio de 
sus competencias propias, restringe el ejerci-
cio de una libertad de circulación con el fin 
de proteger un interés recogido en el Tratado 
o considerado como legítimo por la jurispru-
dencia, debe poder demostrar que la restric-
ción que impone es adecuada para proteger 
efectivamente dicho interés legítimo y que es 
proporcionada a dicho objetivo.

102.  El requisito de la adecuación determina 
el derecho de ese Estado miembro a alegar el 
interés legítimo invocado como fundamento 
de la restricción. El de la proporcionalidad, 
en sentido estricto, tiene por objeto limitar la 
restricción a lo que es necesario para la pro-
tección de dicho interés. Estos dos requisitos 
se imponen porque los Estados miembros de-
ben ejercer sus competencias respetando los 
compromisos que han suscrito en el Tratado 
y, en particular, las libertades fundamentales 
de circulación. Cuando un Estado miembro 
restringe una de estas libertades, los citados 
requisitos permiten encontrar el justo equi-
librio entre lo que impone la protección del 
interés de que se trata y la libertad fundamen-
tal afectada.

103.  Por tanto, puede deducirse, en esta fase 
de mi análisis, que es la existencia de una res-
tricción a una libertad de circulación la que 
somete la acción de un Estado miembro en el 
marco de sus competencias propias al cum-
plimiento de los dos requisitos anteriormente 
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mencionados, es decir, al principio comunita-
rio de proporcionalidad en sentido amplio.  35 
Sin restricción, tal principio no resulta de 
aplicación y la acción de un Estado miembro 
se controla únicamente a la luz de los princi-
pios generales de su Derecho nacional.  36

104.  La jurisprudencia ha precisado, poste-
riormente, el alcance del control de propor-
cionalidad que debe efectuar el juez nacional. 
Por una parte, debe examinar separadamente 
cada una de las restricciones previstas por su 
Ley interna.  37 Así, por lo que respecta a la le-
gislación italiana en cuestión en la sentencia 
Placanica y otros, antes citada, esta obliga-
ción llevó al órgano jurisdiccional nacional 
a deber apreciar sucesivamente el carácter 
justificado o no de la obligación de los opera-
dores económicos de obtener una concesión, 
de la forma de adjudicar estas concesiones y, 
en particular, de la exclusión de las socieda-
des cuyos accionistas individuales no puedan 
identificarse en cualquier momento, de la 
obligación de disponer de una autorización 
de policía y, por último, de las sanciones pe-
nales dirigidas a luchar contra las violaciones 
de esta legislación.

105.  Por otra parte, el juez nacional debe 
proceder a un doble examen. En primer lu-
gar, debe examinar el contenido de su legisla-
ción, en función de su tenor. Una legislación 
restrictiva de una libertad de circulación no 

35  — � Véase, en este sentido, la sentencia Placanica y otros, antes 
citada (apartado 49).

36  — � Véase, en este sentido, la sentencia de 14 de abril de 2005, 
Deponiezweckverband Eiterköpfe (C-6/03, Rec. p. I-2753), 
apartado 63.

37  — � Sentencia Placanica y otros, antes citada (apartado 49).

puede ser conforme al Derecho comunitario 
si, tal como ha sido establecida por el legisla-
dor nacional, es discriminatoria, o inadecua-
da para alcanzar los objetivos que persigue, o 
bien desproporcionada.

106.  No obstante, este examen teórico no es 
suficiente. El juez nacional, en segundo lugar, 
debe apreciar también las condiciones en las 
que se aplica concretamente su legislación na-
cional. Le incumbe así comprobar que, en su 
aplicación por las autoridades competentes y, 
en su caso, por los operadores económicos, la 
legislación controvertida se aplica de manera 
no discriminatoria, de conformidad con sus 
objetivos y de forma proporcionada.  38

107.  Este control de la aplicación de la legis-
lación controvertida es imprescindible lógi-
camente a fin de que la restricción a la liber-
tad de circulación esté justificada realmente 
por la defensa del interés legítimo invocado 
en apoyo de esta restricción. Así, de con-
formidad con el apartado 69 de la sentencia 
Gambelli y otros, antes citada, si, de hecho, 
las autoridades de un Estado miembro indu-
cen e incitan a los consumidores a participar 
en juegos de dinero para que la Hacienda Pú-
blica obtenga beneficios de ello, este Estado 
no está legitimado para justificar las restric-
ciones establecidas por su legislación nacio-
nal por la protección del orden público social 
relativas a la reducción de las oportunidades 
de juego.

38  — � Sentencias antes citadas Zenatti (apartado 37) y Gambelli y 
otros (apartado 75).



SPORTING EXCHANGE ET LADBROKES BETTING & GAMING ET LADBROKES INTERNATIONAL

I  -  4719

108.  En el litigio principal, el órgano jurisdic-
cional remitente expuso que se habían efec-
tuado estos controles y que, al final de éstos, 
el juez que conoció del fondo había estimado 
que la normativa neerlandesa era conforme al 
artículo 49 CE. Como he expuesto anterior-
mente, esta apreciación es competencia del 
juez nacional.

109.  Por consiguiente, para un posterior 
análisis de la cuestión examinada, hay que 
partir de la premisa de que esta aprecia-
ción es fundada, sin prejuzgar, en esta fase, 
las consecuencias que deben extraerse de la 
respuesta del Tribunal de Justicia al cuarto 
interrogante, relativo al alcance, en este liti-
gio, del principio de igualdad de trato y de la 
obligación de transparencia que se deriva del 
artículo 49 CE.

110.  Por tanto, la cuestión que se plantea es 
si, tras haber comprobado, de conformidad 
con la jurisprudencia del Tribunal de Justicia, 
que la Ley neerlandesa es conforme al ar-
tículo  49  CE, el juez nacional debe también 
examinar y demostrar que la orden dada a 
Ladbrokes de prohibir el acceso a su sitio In-
ternet a las personas que residen en los Países 
Bajos es adecuada para alcanzar los objetivos 
perseguidos por esta Ley y proporcionada 
respecto a éstos.

111.  Considero que el órgano jurisdiccional 
nacional no está obligado a proceder a tal 
examen porque esta orden se limita estricta-
mente a garantizar la aplicación del artículo 1, 
letra a), de la Ley neerlandesa, que prohíbe a 

toda persona no autorizada, sea quien sea, 
ofrecer juegos de dinero en los Países Bajos. 
No crea en sí misma ninguna restricción a 
la libre prestación de servicios que no esté 
prevista ya por esta disposición. Únicamen-
te tiene por objeto y por efecto garantizar su 
aplicación.

112.  Por tanto, no es necesario que el juez 
nacional examine y demuestre que la medida 
de ejecución en cuestión es conforme al prin-
cipio comunitario de proporcionalidad en las 
circunstancias particulares del litigio del que 
conoce y, en especial, respecto al operador 
económico al que debe aplicarse. La aprecia-
ción del juez nacional, de que la Ley neerlan-
desa es conforme al artículo 49 CE, debe ex-
tenderse lógicamente a todas las medidas que 
se limiten estrictamente a garantizar su cum-
plimiento, sea cual sea el operador económi-
co y el litigio en el que se solicite la ejecución.

113.  Para convencerse de la inutilidad de un 
examen de ese tipo, basta observar que seguir 
la tesis de Ladbrokes, llevaría a considerar 
que debería anularse la orden controvertida, 
lo que tendría como consecuencia privar a 
la legislación neerlandesa de todo efecto res-
pecto a este operador económico pese a que 
se ha comprobado que la restricción prevista 
por esta legislación es conforme al Derecho 
comunitario. En otros términos, la tesis de 
Ladbrokes equivale, en realidad, a cuestionar 
esta conformidad.
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114.  Asimismo, estas consideraciones me 
permiten deducir que este análisis no puede 
depender del hecho de que la medida de eje-
cución en cuestión sea reclamada por las au-
toridades públicas o bien, como en el caso de 
autos, en un litigio entre personas privadas, 
por el operador económico titular de la licen-
cia de explotar juegos de dinero en el Estado 
miembro de que se trata.

115.  Lo relevante, es que la legislación nacio-
nal restrictiva de una libertad de circulación 
y de la que la medida en cuestión pretende 
únicamente garantizar la aplicación es efec-
tivamente conforme al Derecho comunitario. 
Habida cuenta de que este requisito se ha 
comprobado de conformidad con la jurispru-
dencia del Tribunal de Justicia, la elección 
por el Estado miembro de que se trata de las 
medidas que se limitan a garantizar estricta-
mente la aplicación de esta legislación entra 
dentro de su propia competencia. Por tanto, a 
dicho Estado miembro le corresponde decidir 
libremente si tales medidas pueden adoptarse 
únicamente a petición de la autoridad pública 
o bien, como en el presente caso, a petición de 
una persona privada en un litigio entre perso-
nas privadas.

116.  Por ello, propongo al Tribunal de Jus-
ticia que responda a la segunda cuestión, le-
tras a) y b), del Hoge Raad der Nederlanden 
de la manera siguiente. Por una parte, el juez 
nacional, tras haber constatado que su legis-
lación es conforme al artículo 49 CE, no está 
obligado a comprobar, en cada caso concre-
to, que una medida destinada a garantizar el 
cumplimiento de esta legislación, como una 
orden a un operador económico de hacer in-
accesible a las personas que residan en el te-
rritorio nacional su sitio Internet que ofrece 
juegos de dinero, es adecuada para alcanzar 

los objetivos perseguidos por la citada legis-
lación y es proporcionada, habida cuenta de 
que esta medida de ejecución se limita estric-
tamente a garantizar el cumplimiento de esta 
legislación. Por otra parte, la respuesta a esta 
cuestión no puede ser diferente según que la 
medida controvertida se solicite por la auto-
ridad pública o bien por una persona privada, 
en un litigio entre personas privadas.

C. Sobre la aplicación del principio del reco-
nocimiento mutuo de la licencia para ofre-
cer juegos a través de Internet otorgada a un 
operador económico por el Estado miembro 
en el que está establecido (asuntos C-203/08 
y C-258/08)

117.  El Raad van State, mediante su primera 
cuestión prejudicial en el asunto C-203/08, 
así como el Hoge Raad der Nederlanden, me-
diante su tercera cuestión prejudicial en el 
asunto C-258/08, preguntan al Tribunal de 
Justicia, en esencia, si el artículo 49 CE debe 
interpretarse en el sentido de que la circuns-
tancia de que un proveedor de juegos en línea 
esté autorizado para ejercer esta actividad 
por el Estado miembro en el territorio del que 
está establecido se opone a que las autorida-
des competentes de otro Estado miembro, en 
el que los juegos de dinero están sometidos 
a un sistema de licencia limitada a un único 
operador, prohíben a tal proveedor ofrecer 
juegos a través de Internet a las personas que 
residen en el territorio de ese otro Estado 
miembro.
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118.  Esta cuestión se somete al Tribunal de 
Justicia porque Betfair ha sostenido que el 
Reino de los Países Bajos, con arreglo al prin-
cipio de reconocimiento mutuo establecido 
en la sentencia Rewe-Zentral, denominada 
«Cassis de Dijon»,  39 se encontraba obligada 
a reconocer las licencias que le han otorgado 
otros Estados miembros.

119.  Considero que no puede estimarse esta 
posición, y ello por los dos motivos siguientes.

120.  Por una parte, de conformidad con la 
posición adoptada por el Tribunal de Justicia 
en la sentencia Liga Portuguesa de Futebol 
Profissional y Baw International, antes citada, 
el principio de reconocimiento mutuo no se 
aplica a la licencia de ofrecer juegos de dinero 
a través de Internet.

121.  Así, en esta sentencia, el Tribunal de 
Justicia consideró que, dado que los juegos 
de dinero ofrecidos por Internet no han sido 
objeto de armonización comunitaria, un Es-
tado miembro puede considerar que el solo 
hecho de que un operador proponga legal-
mente tales servicios en otro Estado miem-
bro, en el que se encuentre establecido y en 
el que, en principio, debe cumplir requisitos 
legales y superar los controles ejercidos por 
las autoridades competentes de este otro 

39  — � Sentencia de 20 de febrero de 1979 (120/78, Rec. p. 649).

Estado, no constituye garantía suficiente para 
la protección de los consumidores nacionales 
contra los riesgos de fraude y criminalidad, 
habida cuenta de las dificultades a las que, en 
este contexto, pueden verse confrontadas las 
autoridades del Estado miembro de estable-
cimiento a la hora de evaluar la honradez y 
cualidades profesionales de un operador de 
este tipo.  40

122.  De ello se deduce que la circunstancia 
de que Ladbrokes y Betfair estén autorizados 
por el Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda 
del Norte, en cuyo territorio están estableci-
dos, a ofrecer juegos en línea no cuestiona la 
conformidad con el Derecho comunitario de 
una normativa como la Ley neerlandesa, que 
somete el derecho de ofrecer juegos de dinero 
a las personas que residen en los Países Bajos 
a un sistema de licencia limitado a un único 
operador económico.

123.  Por otra parte, un régimen de derechos 
exclusivos tiene precisamente por objeto pro-
hibir a todo operador distinto al o a los titu-
lares de estos derechos ejercer la actividad 
amparada por este régimen. Por ello, cuando 
tal régimen está justificado válidamente y, por 
tanto, es conforme al Derecho comunitario, 
es indiferente que los operadores que deseen 
explotar juegos de dinero en el Estado miem-
bro en el que existe tal monopolio estén au-
torizados a ejercer esta actividad en el Estado 
miembro en el que están establecidos.

40  — � Sentencia Liga Portuguesa de Futebol Profissional y Baw 
International, antes citada (apartado 69).
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124.  Por tanto, propongo al Tribunal de Jus-
ticia que responda que el artículo 49 CE debe 
interpretarse en el sentido de que la circuns-
tancia de que un proveedor de juegos en línea 
esté autorizado a ejercer esta actividad por el 
Estado miembro en cuyo territorio está es-
tablecido no se opone a que las autoridades 
competentes de otro Estado miembro, en el 
que los juegos de dinero están sometidos a un 
sistema de licencia limitado a un único opera-
dor, prohíban a tal proveedor ofrecer juegos a 
través de Internet a las personas que residen 
en el territorio de ese otro Estado miembro.

D. Sobre la aplicación del principio de igual-
dad de trato y la obligación de transparencia 
(asunto C-203/08)

125.  El Raad van State pretende que se apre-
cie la conformidad con el Derecho comu-
nitario de la prórroga de las licencias de De 
Lotto y de SGR, mediante decisiones, respec-
tivamente, de 10 de diciembre de 2004 y de 
21 de junio de 2005, dando por sentado que 
estas decisiones fueron adoptadas sin haber 
venido precedidas de una licitación.

126.  Por ello, pregunta, mediante su segunda 
cuestión, si el principio de igualdad de trato y 
la obligación de transparencia que se deriva 
de éste, que, según la jurisprudencia, se impo-
nen a los Estados miembros cuando, en mate-
ria de juegos de dinero, otorgan concesiones 

de servicios públicos, se aplican también a un 
sistema de licencia a un único operador.

127.  Mediante su tercera cuestión, letra a), se 
pregunta al Tribunal de Justicia sobre si, en 
un sistema limitado a un único operador, la 
prórroga de la licencia del titular sin que los 
otros proveedores tengan la oportunidad de 
competir puede constituir un medio adecua-
do y proporcional de conseguir los objetivos 
considerados por la jurisprudencia como mo-
tivos legítimos de restricción de las libertades 
de circulación en el ámbito de los juegos de 
dinero y, de ser así, en qué condiciones.

128.  Mediante su tercera cuestión, letra  b), 
pregunta si la respuesta a la segunda cuestión 
incide en la respuesta a la tercera cuestión, 
letra a).

129.  Propongo al Tribunal de Justicia que 
entienda estas tres cuestiones de la manera 
siguiente. En primer lugar, el Raad van State 
plantea la cuestión de principio de si la obli-
gación de transparencia se aplica en un ré-
gimen de licencia a un operador único en el 
ámbito de los juegos de dinero. En segundo 
lugar, en caso de respuesta afirmativa a esta 
cuestión, pretende saber si, y de ser así en qué 
condiciones, la prórroga de la licencia de ex-
plotar juegos de dinero sin licitación puede 
justificarse por motivos legítimos tales como 
la protección de los consumidores frente al 
riesgo de la ludopatía y la defensa del orden 
público.
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130.  Antes de examinar estas dos cuestiones, 
resulta necesario recordar las grandes líneas 
de la jurisprudencia relativa a la obligación de 
transparencia formulada en el marco de los 
contratos públicos de concesiones.

1. Las grandes líneas de la jurisprudencia re-
lativa a la obligación de transparencia

131.  Las autoridades públicas de un Estado 
miembro que prevean celebrar un contra-
to público o de concesión deben cumplir las 
normas fundamentales del Tratado y, en par-
ticular, las libertades de circulación.  41

132.  Según la jurisprudencia, en la medida 
en que tal contrato o concesión puede inte-
resar también a una empresa establecida en 
un Estado miembro distinto a aquél en el que 
se encuentra la entidad adjudicadora, la ad-
judicación del citado contrato o de la citada 
concesión, sin transparencia alguna a una 
empresa establecida en el Estado miembro 
de la entidad adjudicadora constituye una 
diferencia de trato en perjuicio de la primera 
empresa.  42

41  — � Sentencias de 13 de noviembre de 2007, Comisión/Irlanda 
(C-507/03, Rec. p. I-9777), apartado 26, y de 10 de septiem-
bre de 2009, Sea (C-573/07, Rec. p. I-8127), apartado 39.

42  — � Sentencias de 21 de julio de 2005, Coname (C-231/03, Rec. 
p. I-7287), apartado 17, y de 17 de julio de 2008, ASM Bres-
cia (C-347/06, Rec. p. I-5641), apartado 59.

133.  En efecto, si no existe transparencia, 
esta última empresa no tendrá ninguna posi-
bilidad real de manifestar su interés en obte-
ner el contrato público o dicha concesión.

134.  El Tribunal de Justicia deduce de ello 
que dicha diferencia de trato que, al excluir a 
todas las empresas establecidas en otros Esta-
dos miembros, opera principalmente en per-
juicio de éstas, constituye una discriminación 
indirecta por la nacionalidad, prohibida con 
arreglo a los artículos  43  CE y  49  CE, si no 
está justificada por circunstancias objetivas.  43

135.  Por consiguiente, la obligación de trans-
parencia se impone, con el fin de permitir a 
todas las empresas establecidas en un Estado 
miembro distinto al de la entidad adjudicado-
ra y que puedan estar interesadas en el con-
trato público o la concesión previstos obtener 
la adjudicación del contrato. Esta obligación 
constituye así una expresión concreta y espe-
cífica del principio de igualdad de trato des-
tinado a permitir a las empresas ejercer efec-
tivamente los derechos que les confieren los 
artículos 43 CE y 49 CE.

136.  Cuando los contratos públicos o con-
cesiones previstas entran dentro del ámbito 
de una de las Directivas en materia de con-
tratos públicos, estos textos de coordinación 
establecen los requisitos y la forma en la 

43  — � Sentencia ASM Brescia, antes citada (apartado 60 y juris-
prudencia citada).
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que debe aplicarse esta obligación de trans-
parencia imponiendo normas precisas de 
adjudicación.

137.  Cuando el contrato público o la conce-
sión previstos no están comprendidos en el 
ámbito de los citados textos de coordinación, 
los Estados miembros deben, no obstante, 
cumplir la obligación de transparencia en la 
medida en que ésta se deriva de las normas 
fundamentales del Tratado así como del prin-
cipio de igualdad de trato.  44

138.  Así, en la sentencia de 13 de septiembre 
de 2007, Comisión/Italia,  45 citada por el Raad 
van State, el Tribunal de Justicia declaró que 
la adjudicación de la gestión y la recogida de 
las apuestas hípicas en Italia constituía una 
concesión de servicio público y recordó que 
los contratos de concesión de servicios públi-
cos están excluidos del ámbito de aplicación 
de la Directiva 92/50/CEE del Consejo.  46 Pos-
teriormente, el Tribunal de Justicia indicó que 
las autoridades públicas que celebran tales 
contratos están obligadas a respetar, en gene-
ral, las normas fundamentales del Tratado CE 
y, en especial, los artículos 43 CE y 49 CE, y 
el principio de no discriminación por razón 
de la nacionalidad, que constituyen una ex-
presión particular del principio de igualdad 
de trato, estos dos principios implican una 
obligación de transparencia.  47

44  — � Véase, en particular, la sentencia de 13  de  noviembre de 
2008, Coditel Brabant (C-324/07, Rec. p.  I-8457), apar-
tado 25 y jurisprudencia citada.

45  — � C-260/04, Rec. p. I-7083.
46  — � Directiva de 18 de junio de 1992, sobre coordinación de los 

procedimientos de adjudicación de los contratos públicos 
de servicios (DO L 209, p. 1).

47  — � Sentencia de 13  de  septiembre de 2007, Comisión/Italia, 
antes citada (apartados 22 a 24).

139.  El Tribunal de Justicia ha definido el al-
cance de esta obligación, cuando el contrato 
previsto no está comprendido en el ámbito de 
aplicación de una de las Directivas en materia 
de contratos públicos, en función de los ob-
jetivos perseguidos por la citada obligación. 
Pretende, por una parte, permitir a toda em-
presa que pueda estar interesada informarse 
y poder presentar su candidatura. Por otra 
parte, tiene por objeto asegurar el control 
de la imparcialidad del procedimiento de 
adjudicación.

140.  Por consiguiente, según la jurispruden-
cia, la obligación de transparencia no exige 
necesariamente proceder a una licitación, 
pero requiere que la autoridad adjudicadora 
garantice, en beneficio de toda empresa po-
tencialmente interesada, una publicidad ade-
cuada que permita abrir el contrato público 
o la concesión de servicios a la competencia 
y controlar la imparcialidad de los procedi-
mientos de adjudicación.  48

141.  Por tanto, una empresa establecida en 
el territorio de otro Estado miembro debe 
poder tener acceso a información adecuada 
sobre el contrato o la concesión de que se tra-
ta antes de su adjudicación de forma que, de 
desearlo, esté en condiciones de manifestar 
su interés por obtener dicho contrato o dicha 
concesión.  49

142.  Además, los criterios en base a los cua-
les se adjudique el contrato o la concesión de 

48  — � Sentencia Coditel Brabant, antes citada (apartado 25).
49  — � Sentencia Coname, antes citada (apartados 21 y 28).
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que se trata deben ser objetivos, no discrimi-
natorios y conocidos de antemano, de forma 
que queden establecidos los límites del ejer-
cicio de la facultad de apreciación de la auto-
ridad adjudicadora a fin de evitar que ésta se 
utilice de modo arbitrario.  50

143.  No obstante, la obligación de transpa-
rencia tiene excepciones.

144.  Por una parte, esta obligación, tal como 
se desprende de las normas del Tratado, no se 
impone si el contrato público o la concesión 
de que se trata carece de interés transfronte-
rizo.  51 En otros términos, no se aplica si dicho 
contrato o dicha concesión no es interesante 
para una empresa establecida en otro Estado 
miembro,  52 en especial, debido a una escasa 
trascendencia económica.  53

145.  Por otra parte, la obligación de transpa-
rencia, aun cuando el contrato o la concesión 
de que se trate esté comprendido en el ámbito 
de una Directiva, no se aplica si, simultánea-
mente, la autoridad pública que es la entidad 
adjudicadora ejerce sobre la entidad adjudi-
cataria un control análogo al que ejerce sobre 
sus propios servicios y esta entidad realice la 
parte esencial de su actividad con la autoridad 
o las autoridades públicas que la controlan.  54

50  — � Véase, en este sentido, la sentencia de 17 de julio de 2008, 
Comisión/Francia (C-389/05, Rec. p. I-5397), apartado 94 y 
jurisprudencia citada.

51  — � Sentencia Comisión/Irlanda, antes citada (apartado 33).
52  — � Ibidem (apartado 32).
53  — � Sentencia Coname, antes citada (apartado 20).
54  — � Véanse, en este sentido, las sentencias de 18 de noviembre 

de 1999, Teckal (C-107/98, Rec. p. I-8121), apartado 50; de 
11 de enero de 2005, Stadt Halle y RPL Lochau (C-26/03, 
Rec. p. I-1), apartado 49, y de 13 de octubre de 2005, Par-
king Brixen (C-458/03, Rec. p. I-8585), apartado 62.

146.  Esta segunda excepción tiene su origen 
en que una autoridad pública puede realizar 
las tareas de interés público que le correspon-
den con sus propios medios administrativos y 
técnicos, sin verse obligada a recurrir a enti-
dades externas y ajenas a sus servicios.  55

147.  Es preciso examinar ahora si esta ju-
risprudencia es aplicable en el ámbito de los 
juegos de dinero en el marco de un régimen 
de derecho exclusivo con un operador único.

2. Sobre la aplicación del principio de trans-
parencia en el ámbito de los juegos de dinero 
en el marco de un régimen de derecho exclu-
sivo con un operador único

148.  El Raad van State, mediante su segun-
da cuestión, pregunta si debe interpretarse el 
artículo 49 CE en el sentido de que el prin-
cipio de igualdad de trato y la obligación de 
transparencia derivada del mismo son aplica-
bles también a un régimen de licencia en el 
ámbito de los juegos de dinero según el cual 
esta autorización sólo se concede a un único 
operador.

55  — � Sentencia Coditel Brabant, antes citada (apartado 48).



CONCLUSIONES DEL SR. BOT — ASUNTO C-203/08 Y C-258/08

I  -  4726

149.  Según el Gobierno neerlandés, este 
principio y esta obligación no son aplicables 
en el presente caso. Dicho Gobierno sostiene 
que se circunscriben a las concesiones que no 
están comprendidas en el ámbito de los textos 
comunitarios de coordinación porque tales 
concesiones no pueden eludir las normas del 
Tratado. No obstante, la citada obligación no 
puede extenderse a un régimen de licencia, 
que procede de una autorización de policía 
y no de un contrato. Además, expone que la 
introducción de competencia para el contrato 
tendría los mismos efectos perjudiciales que 
una competencia en el contrato. En particu-
lar, el titular de la licencia, si dicha licencia 
fuera temporal, intentaría obtener el mayor 
beneficio durante su vigencia.

150.  Asimismo, el Gobierno neerlandés y De 
Lotto sostienen que la obligación de transpa-
rencia no resulta de aplicación porque, con 
arreglo a la normativa neerlandesa, los titu-
lares de la licencia deben destinar los ingre-
sos de la explotación a obras determinadas. 
También, subrayan que De Lotto no puede 
obtener beneficios, de modo que ninguna 
empresa comercial puede estar interesada en 
una explotación en tales condiciones.

151.  Los Gobiernos danés, griego, austriaco, 
finlandés y noruego consideran también que 
la obligación de transparencia no es aplicable 
en un régimen de licencia con un operador 
único.

152.  No comparto dicha posición. La juris-
prudencia sobre la obligación de transparen-
cia es aplicable, a mi juicio, a un régimen de 
licencia limitado a un único operador en el 
ámbito de los juegos de dinero, y ello por las 
consideraciones siguientes.

153.  En primer lugar, esta jurisprudencia se 
basa en las consecuencias de un contrato pú-
blico o de una concesión sobre las libertades 
de circulación y no en el origen contractual 
de dichas consecuencias. Como he expuesto 
anteriormente, tales contratos deben ir pre-
cedidos de una licitación porque tienen por 
objeto y por efecto atribuir el ejercicio de una 
actividad a uno o a varios operadores econó-
micos en particular. Sin una publicidad ade-
cuada, se vulneraría el principio de igualdad 
de trato porque las empresas establecidas en 
otros Estados miembros, potencialmente in-
teresadas por esta actividad, no podrían ma-
nifestar su interés y, por tanto, ejercer los de-
rechos que les confieren los artículos 43 CE 
y 49 CE.

154.  Por ello, se evidencia que la obligación 
de transparencia es un requisito previo obli-
gatorio del derecho de un Estado miembro de 
adjudicar a uno o a varios operadores priva-
dos el derecho exclusivo de ejercer una acti-
vidad económica, cualquiera que sea la forma 
de selección de este o de estos operadores.
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155.  Por tanto, a mi juicio, se aplica tanto en 
un régimen de licencia con un operador úni-
co otorgada por las autoridades de un Estado 
miembro en el ejercicio de facultades de po-
licía, ya que los efectos de tal licencia respec-
to a empresas establecidas en otros Estados 
miembros y que puedan estar interesadas en 
el ejercicio de esta actividad son los mismos 
que los de un contrato de concesión.

156.  Además, el hecho de que el monopolio 
de explotación proceda de una licencia ex-
pedida en el marco de un procedimiento de 
policía en vez de con arreglo a un contrato de 
concesión no hace desaparecer el riesgo de 
parcialidad que la obligación de transparen-
cia tiene también por objeto prevenir.

157.  En segundo lugar, considero que la na-
turaleza especial de los juegos de dinero no 
justifica que se autorice a un Estado miembro 
a establecer excepciones a esta obligación.

158.  Los riesgos ligados a esta actividad y 
las consideraciones de orden moral que la 
rodean deben llevar, a mi juicio, a reconocer 
a un Estado miembro el derecho a ejercer él 
mismo la citada actividad a través de una en-
tidad que le pertenezca. En efecto, resulta in-
negable que un Estado miembro puede dirigir 
y controlar la actividad de una entidad de este 
tipo aún más fácilmente que la de un opera-
dor privado. Por tanto, tal sistema puede per-
mitir garantizar una mejor protección de los 
consumidores frente al riesgo de ludopatía y 

del orden público contra los riesgos de fraude 
y de juegos clandestinos.  56

159.  Asimismo, la naturaleza especial de los 
juegos de dinero justifica, como he expuesto 
anteriormente, que se autorice a un Estado 
miembro a conferir a un operador privado un 
monopolio de explotación.

160.  No obstante, a partir del momento en 
que un Estado miembro decide confiar la ex-
plotación de un tipo de juegos de dinero al 
sector privado, debe respetar el principio de 
igualdad de trato entre todos los operadores 
económicos potencialmente interesados.

161.  En efecto, no creo que la apertura a la 
competencia del contrato produzca efectos 
perjudiciales comparables a los de una com-
petencia en el mercado. El carácter perjudi-
cial del establecimiento de una competencia 
en el mercado, es decir, entre varios opera-
dores que estarían autorizados a explotar un 
mismo juego de dinero, proviene del hecho 
de que estos operadores rivalizarían en inven-
tiva para hacer su oferta más atrayente y, así, 
aumentar los gastos ligados al juego así como 
los riesgos de adicción. En cambio, a mi jui-
cio, no cabe temer tales consecuencias en la 
fase de concesión de la licencia.

56  — � Sentencia del Tribunal AELC de 14  de  marzo de 2007, 
EFTA Surveillance Authority/Norway (E-1/06, Report of 
EFTA Court, p. 7), apartado 51.
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162.  En un régimen de derecho exclusivo 
concedido a un sólo operador, la protección 
de los consumidores frente al riesgo de ludo-
patía y la lucha contra el fraude se garantizan 
a través de los requisitos impuestos por el Es-
tado miembro al operador único con el fin de 
regular estrictamente su actividad. También, 
se persiguen a través de medios establecidos 
por dicho Estado para evaluar las consecuen-
cias de esta actividad y comprobar el cumpli-
miento de los requisitos impuestos al opera-
dor. No veo de qué modo una licitación en la 
fase de la selección de dicho operador único 
comprometería necesariamente el cumpli-
miento, por éste, de los requisitos que regulan 
su actividad.

163.  De igual modo, me parece posible admi-
tir que tal competencia podría permitir a las 
autoridades competentes conferir la licencia 
al proveedor que les parezca más adecuado 
para respetar la totalidad de estos requisitos. 
Asimismo, habida cuenta de la importancia 
de los intereses financieros que presentan los 
juegos de dinero, resulta muy deseable que las 
condiciones en las que un Estado miembro 
decide conceder un monopolio a una entidad 
privada sean transparentes y que pueda com-
probarse su imparcialidad.

164.  Por último, respecto a la alegación del 
Gobierno neerlandés y de De Lotto, según la 
cual debe descartarse la obligación de trans-
parencia debido a las obligaciones impuestas 
por las licencias a los titulares del monopolio 

en lo que se refiere al destino de los ingre-
sos, no cuestiona, a mi juicio, la aplicación 
de esta obligación en las circunstancias del 
presente caso.

165.  Es cierto que un Estado miembro tiene 
derecho a establecer que los ingresos obteni-
dos por la explotación de un juego de dinero 
en su territorio deben destinarse en todo o en 
parte a causas de interés general. Asimismo, 
es cierto que de conformidad con la juris-
prudencia, la obligación de transparencia no 
resulta de aplicación si el contrato de que se 
trata carece de interés transfronterizo, en par-
ticular, por la escasa envergadura económica.

166.  No obstante, a mi juicio, este concepto 
de escasa envergadura económica no se refie-
re exclusivamente al valor económico del con-
trato de que se trate.  57 Se refiere, por ejemplo, 
a la realización de una construcción modesta 
a una distancia relativamente importante de 
las fronteras del Estado miembro. La modes-
tia de la obra a realizar y la distancia que debe 
recorrerse permiten suponer que ninguna 
empresa establecida en otro Estado miembro 
podrá estar interesada en esta construcción. 
En cambio, el concepto de escasa envergadu-
ra económica no comprende la situación en 
la que el escaso interés económico de un con-
trato para una sociedad establecida en otro 

57  — � Véase, en este sentido, la sentencia de 15 de mayo de 2008, 
SECAP y Santorso (C-147/06 y C-148/06, Rec. p.  I-3565), 
apartado 31.
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Estado miembro resulta de la aplicación de 
las condiciones que regulan el ejercicio de la 
actividad de que se trata y de los criterios de 
selección del operador.

167.  A mi juicio, estas condiciones y estos 
criterios, forman parte precisamente de los 
elementos que la obligación de transparencia 
tiene por objeto hacer conocer a los provee-
dores de servicios que puedan estar interesa-
dos en el contrato de que se trata. Aun cuan-
do, en la práctica, las condiciones impuestas 
por el Estado miembro pueden disuadir a las 
empresas de manifestar su interés por la ac-
tividad de que se trate, resulta necesario que 
estas condiciones se pongan en conocimiento 
efectivo a fin de que éstas puedan tomar tal 
decisión.

168.  Por tanto, en el presente litigio, resulta 
innegable que los contratos representados 
por la explotación en los Países Bajos de loto, 
apuestas deportivas y juegos de números o de 
apuestas sobre las carreras de caballos, que 
en situación de monopolio, pueden intere-
sar a proveedores de juegos establecidos en 
otros Estados miembros, habida cuenta de 
los importantes ingresos que producen estas 
actividades.  58

58  — � La Comisión indica que, en 2007, según el informe anual de 
la comisión de control de juegos, el volumen de negocios 
generado por las apuestas deportivas se elevó a 22,3 millo-
nes de euros y el volumen de negocios total de De Lotto 
a 270 millones de euros. Por su parte, el volumen de nego-
cios de SGR, se elevó en ese mismo año a 34,3 millones de 
euros.

169.  Por tanto, considero que el Gobier-
no neerlandés no está fundado para invocar 
la excepción basada en la falta de interés 
transfronterizo.

170.  Esta interpretación restrictiva de la cita-
da excepción parece justificada también, a mi 
juicio, a la vista de la amplia facultad de apre-
ciación de la que deben disponer los Estados 
miembros en el ámbito de los juegos de dine-
ro, tanto para la determinación de los objeti-
vos de su legislación como para la elección de 
los medios para alcanzarlos. La transparen-
cia, que desempeña un papel cada vez mayor 
en la vida pública de las sociedades modernas 
hasta el punto de convertirse en una de las 
referencias visibles de la democracia, resulta 
ser aquí la justa contrapartida de los perjui-
cios que, en el ejercicio de sus competencias 
soberanas en este ámbito de actividad, tienen 
derecho a infligir a las libertades de circu-
lación. En otros términos, la obligación de 
transparencia se impone tanto más cuanto 
que, en el ámbito de los juegos de dinero, a los 
Estados miembros se les reconoce una amplia 
facultad de apreciación. La exclusividad no es 
sinónimo de opacidad.

171.  En consecuencia, las autoridades neer-
landesas competentes encargadas de expedir 
una licencia para explotar un juego de dine-
ro en los Países Bajos deben proceder a una 
apertura adecuada a la competencia, salvo 
que puedan demostrar que ejercen sobre la 
entidad adjudicataria un control análogo al 
que ejercen sobre sus propios servicios y que 
esta entidad realiza la parte esencial de su ac-
tividad con dichas autoridades.
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172.  Corresponde al juez nacional, en su 
caso, comprobar este extremo por lo que res-
pecta a De Lotto.

173.  Teniendo en cuenta estas considera-
ciones, a mi juicio el artículo 49 CE debe in-
terpretarse en el sentido de que el principio 
de igualdad de trato y la obligación de trans-
parencia que se deriva del mismo se aplican 
también en el ámbito de los juegos de dinero 
en el marco de un régimen de licencia expedi-
da a un único operador.

3. Sobre la prórroga de una licencia de explo-
tar un juego de dinero sin licitación

174.  En derecho neerlandés, las autorizacio-
nes se expiden, en principio, por un período 
de cinco años. Betfair sostiene que las autori-
zaciones de De Lotto y de SGR se prorroga-
ron respectivamente en el mes de diciembre 
de 2004 y en el mes de junio de 2005 sin que 
haya podido presentar su candidatura para 
que se le concediesen dichas licencias.

175.  El Raad van State pregunta, en esencia, 
si, y de ser así en qué condiciones, la prórro-
ga de la licencia de explotación de un juego 
de dinero sin licitación puede justificarse por 
uno de los motivos legítimos de restricción de 
las libertades de circulación en el ámbito de 
los juegos de dinero.

176.  Con carácter preliminar, es preciso seña-
lar que las autoridades nacionales competen-
tes habían sostenido, ante el juez que conocía 
del fondo, que la limitación a cinco años de la 
licencia está dirigida únicamente a procurar a 
las autoridades públicas competentes una fe-
cha de referencia para la adecuación, cuando 
sea necesario, de las prescripciones relativas 
a ésta, de modo que, en realidad, las licencias 
tenían un carácter casi permanente.

177.  El órgano jurisdiccional remitente, a 
quien corresponde interpretar el Derecho 
interno aplicable y apreciar los hechos del li-
tigio que debe resolver, no ha utilizado este 
análisis. Al preguntar si, y en qué medida, 
puede establecerse una excepción a la obliga-
ción de transparencia, admite implícitamente 
pero necesariamente que las licencias de De 
Lotto y de SGR han sido objeto efectivamente 
de una prórroga o de una renovación.

178.  En caso contrario, el órgano jurisdiccio-
nal remitente habría preguntado al Tribunal 
de Justicia sobre la conformidad con el Dere-
cho comunitario de un régimen de derecho 
exclusivo casi permanente.

179.  Suponiendo que lo hubiera hecho, ha-
bría expresado mis dudas sobre la compati-
bilidad de tal régimen con las libertades de 
circulación.

180.  Los motivos que pueden justificar una 
restricción de las libertades de circulación en 
el ámbito de los juegos de dinero pueden le-
gitimar, a mi juicio, la concesión de derechos 
exclusivos de una duración suficientemente 
amplia, de varios años. Por tanto, un Estado 
miembro puede estimar que la protección de 
los consumidores frente a los riesgos ligados 
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a los juegos no autorizados, en particular los 
juegos en línea, requiere una cierta estabili-
dad en la elección del titular del o de los dere-
chos exclusivos.

181.  Del mismo modo, he expuesto que, en 
un sistema de monopolio, los beneficios que 
pueden obtenerse serán limitados. Cuando un 
Estado miembro opta por atribuir este mono-
polio a una entidad privada independiente, la 
duración de la licencia puede resultar un me-
dio útil de compensar el escaso interés econó-
mico de este contrato con el fin de suscitar el 
interés de varios operadores económicos y de 
poder proceder así a una selección.

182.  Sin embargo, considero que la conce-
sión de derechos exclusivos por tiempo in-
definido parece, a priori, dif ícilmente justifi-
cable porque cierra el mercado de un Estado 
miembro a todos los operadores económicos 
potencialmente interesados sin ningún límite 
en el tiempo. A partir del momento en que 
un Estado miembro decide confiar la explota-
ción de un juego de dinero a una entidad pri-
vada independiente, resulta dif ícil imaginar 
los motivos por los que un mismo operador 
debe obtener indefinidamente este derecho 
exclusivo.  59

183.  Por lo que respecta, ahora, a en qué me-
dida una licencia concedida por un período 

59  — � Véase, en este sentido, la sentencia de 19 de junio de 2008, 
pressetext Nachrichtenagentur (C-454/06, Rec. p.  I-4401), 
apartado 73.

determinado puede ser prorrogada o reno-
vada sin licitación, la jurisprudencia, en par-
ticular, la sentencia de 13  de  septiembre de 
2007, Comisión/Italia, antes citada, da una 
respuesta inicial a esta cuestión.

184.  En primer lugar, no puede excluirse que 
la renovación de una licencia exclusiva de ex-
plotar un juego de dinero sin licitación pue-
da estar justificado por la defensa de un in-
terés esencial previsto en los artículos 45 CE 
y 46 CE o por una razón imperiosa de interés 
general consagrada por la jurisprudencia, 
como la protección de los consumidores fren-
te a los riesgos de gasto excesivo y de ludopa-
tía así como la lucha contra el fraude.  60

185.  En segundo lugar, incumbe al Estado 
miembro demostrar que esta excepción al 
principio de igualdad de trato y la obligación 
de transparencia está justificada por uno de 
estos motivos y que es conforme al principio 
de proporcionalidad.  61

186.  En el presente caso, el Gobierno neer-
landés se limita a remitirse a la alegación que 
presentó en la cuestión anterior. Ya he indica-
do los motivos por los que esta alegación no 
me parece convincente.

60  — � Sentencia de 13  de  septiembre de 2007, Comisión/Italia, 
antes citada (apartados 26 a 32).

61  — � Ibidem (apartado 33).
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187.  En efecto, no veo de qué modo la aper-
tura a la competencia de la concesión del 
contrato al término de la licencia quinquenal 
comprometería los objetivos de la legislación 
neerlandesa, relativos a la protección de los 
consumidores frente a la ludopatía y a la pre-
vención de la criminalidad. Como he expues-
to, estos objetivos se persiguen efectivamente 
a través de la concesión de un monopolio de 
explotación así como a través de las condi-
ciones que regulan la actividad del operador 
autorizado y las formas de evaluación y de 
control establecidas por el Estado miembro. 
El Gobierno neerlandés no demuestra que la 
eficacia de tal sistema se vería comprometido 
por una licitación al término de la licencia.

188.  Asimismo, podría mantenerse que el 
cumplimiento de estas condiciones se garan-
tizaría además por tal apertura a la competen-
cia si la capacidad de cumplir rigurosamente 
las citadas condiciones forma parte de los cri-
terios sobre los que se expide la licencia.

189.  El hecho de que el sistema de licencia 
único establecido por un Estado miembro, 
en su concepción y en su aplicación, permi-
ta, como en los presentes asuntos, alcanzar 
los objetivos perseguidos no debe bastar, 
por tanto, a mi juicio, para justificar que las 
licencias se prorroguen sin licitación. Corres-
ponde al Estado miembro explicar por qué 
los motivos perseguidos por su Ley nacional 
en materia de juegos de dinero no permiten 

prever la posibilidad de cambiar de operador 
a cada vencimiento.

190.  Por tanto, no quiero excluir que esta jus-
tificación pueda admitirse en circunstancias 
especiales. Quiero decir simplemente que la 
citada justificación sólo puede admitirse si se 
acredita que la licitación lesionaría uno de los 
intereses a que se refieren los artículos 45 CE 
y 46 CE o reconocidos como razones imperio-
sas de interés general por la jurisprudencia.

191.  Propongo al Tribunal de Justicia, en 
respuesta a la cuestión planteada, que siga la 
propuesta de la Comisión y retome el apar-
tado 33 de la sentencia de 13 de septiembre 
de 2007, Comisión/Italia, antes citada, se-
gún la cual el artículo 49 CE se opone a que 
la licencia del operador único autorizado se 
prorrogue sin licitación, a menos que tal pró-
rroga no responda a un interés esencial en el 
sentido de los artículos 45 CE y 46 CE o a una 
exigencia imperiosa de interés general en el 
sentido de la jurisprudencia y que sea confor-
me al principio de proporcionalidad. Corres-
ponde al juez nacional determinar si es así.
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IV. Conclusión

192.  A la luz de las anteriores consideraciones propongo al Tribunal de Justicia 
declarar que:

«1)	 Una legislación de un Estado miembro que restringe la oferta de juegos de dinero 
con el fin de luchar contra la ludopatía y combatir el fraude, con arreglo a la cual 
el o los titulares del derecho exclusivo de ofrecer estos juegos están autorizados 
a hacer su oferta más atrayente introduciendo nuevos juegos y recurriendo a la 
publicidad, debe considerarse que persigue estos objetivos de modo coherente y 
sistemático si, según la apreciación del juez nacional, esta legislación, a la vista 
de su contenido y de su aplicación, contribuye efectivamente a alcanzar los dos 
objetivos perseguidos.

2)	 El juez nacional, tras haber constatado que su legislación es conforme al ar-
tículo 49 CE, no está obligado a comprobar, en cada caso concreto, que una me-
dida destinada a garantizar el cumplimiento de esta legislación, como una orden 
a un operador económico de hacer inaccesible a las personas que residan en el 
territorio nacional su sitio Internet que ofrece juegos de dinero, es adecuada para 
alcanzar los objetivos perseguidos por la citada legislación y es proporcionada, 
habida cuenta de que esta medida de ejecución se limita estrictamente a garanti-
zar el cumplimiento de esta legislación.

	 La respuesta a esta cuestión no puede ser diferente según que la medida contro-
vertida se solicite por la autoridad pública o bien por una persona privada, en un 
litigio entre personas privadas.

3)	 El artículo 49 CE debe interpretarse en el sentido de que la circunstancia de que 
un proveedor de juegos en línea esté autorizado a ejercer esta actividad por el 
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Estado miembro en cuyo territorio está establecido no se opone a que las autori-
dades competentes de otro Estado miembro, en el que los juegos de dinero están 
sometidos a un sistema de licencia limitado a un único operador, prohíban a tal 
proveedor ofrecer juegos a través de Internet a las personas que residen en el 
territorio de ese otro Estado miembro.

4)	 El artículo 49 CE debe interpretarse en el sentido de que el principio de igualdad 
de trato y la obligación de transparencia que se deriva del mismo se aplican tam-
bién en el ámbito de los juegos de dinero en el marco de un régimen de licencia 
expedida a un único operador.

	 El artículo 49 CE se opone a que la licencia del operador único autorizado se 
prorrogue sin licitación, a menos que tal prórroga no responda a un interés esen-
cial en el sentido de los artículos 45 CE y 46 CE o a una exigencia imperiosa de 
interés general en el sentido de la jurisprudencia y que sea conforme al principio 
de proporcionalidad. Corresponde al juez nacional determinar si es así.»
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